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Introduccion?!

El analisis de la simplificacién administrativa, desde la Cien-
cia de la Administracién, entendemos que se puede abordar desde
una doble consideracién: en primer lugar, sobre qué modelos
de Administracién Publica identificados, a su vez, con diferen-
tes estilos de gestion publica; y, en segundo lugar, en el marco
de las estrategias de reforma y modernizacién administrativa?.

En esta tltima perspectiva se trata de considerar que la sim-
plificacién administrativa no queda reducida a un marco emi-
nentemente técnico, sino que de la adecuacién de qué técnicas
son plausibles en el marco de una Administracién Piiblica regida
en su actuacién tanto por los principios de legalidad como de
eficacia. Dos referentes sobre los que descansan tanto las criti-
cas al excesivo y rigido formalismo (Nieto, 1996) como la ne-
cesidad de flexibilizar y adecuar de manera contingente una es-
tructura organizativa y unos procedimientos administrativos en
los que se tenga como objetivo la eficacia y la eficiencia de la ges-
tién publica.



1. Las transformaciones del Estado contemporaneo
y las administraciones publicas

La relacién entre politica y Administracion es una relacién que
no s6lo queda emblematizada en el alcance y limites de los ro-
les entre politicos y burdcratas sino que, como seiala Garcia
Madaria (1992: 135), “son la unidad dialéctica de la Adminis-
tracion Piblica”. Estas dos dualidades que forman un todo, y
unos actores concretos, politicos y burécratas, con sus respecti-
vos origenes de legitimidad, tienen un punto de inflexién en
los propios cimientos del Estado contemporaneo y en la orde-
nacion estructural de la Administracién Pablica como ambito de
dominio politico. En este sentido, si bien el transito del Estado
Liberal de Derecho al Estado Social y Democratico de Derecho
ha supuesto un cambio cualitativo de las tareas del Estado (Gar-
cia Pelayo, 1976; Giannini, 1991; Requejo, 1991), sin embargo,
la adaptacion de la Administracién Puablica a estos cambios no
se ha producido de manera sincrénica3.

Segtin Zan (1993), el cardcter burocritico de la Administra-
cién Publica en un Estado Liberal, con tareas esencialmente de
regulacién, muestra una coherencia estructural entre las tareas
y las funciones que desarrolla este modelo de Estado. Sin em-
bargo, la transformacién del sistema econémico y productivo y
los cambios del sistema politico “cargaron a la Administracién
Ptblica con nuevas funciones, que podemos definir de inter-
vencion directa en la economia, prestacion de servicios y de ne-
gociacion entre las distintas fuerzas econémicas y sociales, que,
mientras tanto, se fueron agregando en torno a intereses muy es-
pecificos y se convirtieron en parte integral del Estado” (Zan,
1993: 643). Estas nuevas ‘estrategias’ del Estado no fueron acom-
panadas, de manera sustancial, con cambios en la estructura or-
ganizativa de la Administracion Publica. Esta disociacién o “crisis
de coherencia entre estrategia y estructura”, puede considerarse,
en términos generales, pero también no hay que olvidar que el
Estado, a pesar de las transformaciones generales citadas, sigue
desempenando funciones de regulacién por lo que la estructura
administrativa tradicional sigue siendo, en parte, coherente.

Esta aparente crisis de coherencia viene determinada por la
propia peculiaridad de la Administracién Publica como orga-
nizacién que, en el caso espanol, esta determinada por los prin-
cipios constitucionales que informan el sistema administrativo:
los de organizacién y los de actuacion®. Esto significa que la Ad-
ministracion Publica es una administracién compleja, como se-
fala Zan (1993), porque desempena funciones tan dispares en-
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tre si como las de regulacién, intervencion y negociacion que
responden, a su vez, a racionalidades administrativas distintas.
Ahora bien, desde la denominada “crisis fiscal del Estado”, a
partir de 1973, en relacién con la “crisis del Estado de Bienes-
tar” y la irrupcion de referentes politicos y econémicos neoliberales
supone, en cierto modo, una reconsideracién de las estrategias
adoptadas por el Estado concretada dentro de la funcién de in-
tervencion en la prestacion de servicios, ha mantenido un debate
paralelo sobre la coherencia de las estructuras administrativas
(Echebarria, 1993)°.

En este debate, en lo que respecta a las Administraciones Pud-
blicas, se da por hecho el mantenimiento de la funcién presta-
dora de servicios ptiblicos sobre todo en algunos sectores en los
que hay concurrencia con el privado (Baena, 1976). Sin em-
bargo, en el sector privado la produccién y venta de los citados
servicios se lleva a cabo mediante técnicas de gestiéon de em-
presa, mientras que en las Administraciones Publicas utilizan
procedimientos meramente administrativos, sin el mds minimo
andlisis de los costes en que se incurre y de la productividad ob-
tenida (Barea y Gémez, 1994: 63). Esto nos plantea la con-
frontacién de dos modelos de Administracién Publica, aunque
con denominaciones diferentes: el burocrdtico7 y el postburocrd-
tico8 (Echebarria, 1993 ; Brugué, 1996), o bien el garantista y el
postgarantista (Boix, 1994).

Esta dicotomia introduce, no cabe duda, una posicién axio-
16gica por la que optar impelida por la eficiencia y la eficacia. Prin-
cipios que rigen en la accién y la gestion publica; es decir, en la
consecucién de los objetivos y el coste de su alcance (Meunier,
1993; Pou, 1994). Efectivamente, esta tension gravita sobre la plu-
ralidad de funciones de las Administraciones Piblicas, y si es
posible armonizar la cohabitacién de racionalizaciones o modelos
administrativos aparentemente divergentes pero en el marco de
las responsabilidades o estrategias del Estado. La Administracion
Pdblica que es una organizacion estructuralmente compleja,
plantea el problema, como senala Zan (1993: 670-671), que
ninguna organizacién de estas caracteristicas “puede gobernarse
mediante modelos y culturas organizativas monoliticas y que
tiendan a abarcarlo todo; y que la complejidad se puede go-
bernar utilizando oportunamente los mecanismos de diferen-
ciacién e integracién, descentralizacién y dando autonomia a todo
lo que no es estratégico”®.

En este sentido, mientras se mantengan las funciones rese-
fiadas: regulacion, intervencién y negociacién!?, la pluralidad de
racionalidades administrativas plantean una obligada convi-



vencia, aunque la cuestién radica en que si con un tinico modelo,
en este caso el burocrdtico o garantista es posible dar cumpli-
miento a las diferentes funciones!!. Este modelo parte de una con-
cepcién sistémica de la organizacién de la Administracién Pu-
blica que impregna, a su vez, todos los subsistemas que la
integran (objetivos y valores, técnico, estructural, psicosocial y
administrativo), y que se puede sintetizar en las siguientes ca-
racteristicas:

% El objetivo es ajustarse al principio de legalidad, aplicando
la norma, y ofreciendo seguridad juridica. Los valores que pre-
dominan en la cultura organizativa estin fundados en los va-
lores del proceso.

u La teoria del publico en la que se instala es en la de la con-
cepcién del sujeto como administrado (Frederickson, 1992).

 En el subsistema psicosocial la gestién de los recursos hu-
manos responden a un enfoque uniformista y estatutario tanto
en el modelo de reclutamiento como la seleccién, promocién
y compensacion (Castillo, 1995; Villoria 1994a).

# En el subsistema estructural predomina una organizacién
jerdrquizada, y los conceptos de control y autoridad.

u En el subsistema administrativo predomina la racionalidad
instrumental, una rigida division de tareas, y un proceso de tra-
bajo interno centrado en el procedimiento administrativo
(Blanco, 1970).

El modelo postgarantista aparece como consecuencia de los
cambios en la estrategia del Estado, en nuevas misiones para la
Administracién Piblica, concretadas en la prestacién de servi-
cios publicos (Boix, 1994)12. Las repercusiones en la organiza-
cién también implica un cambio tanto interno como de relaciones
con el publico en un sistemna politico democratico. Las lineas ge-
nerales de repercusion sobre los diferentes subsistemas de la or-
ganizacion serian las siguientes:

= El objetivo dentro de la misién de prestacién de servicio
publico esta orientado a dar satisfaccién al cliente. Este nuevo con-
cepto se introduce junto al de usuario o administrado, y que Fio-
rentini (1990), por ejemplo, tipifica en funcién del poder dis-
crecional del ciudadano y del grado de sustitucién de la ofertal3,
El cambio de una cultura organizativa tradicional basada en va-
lores relacionados con el procedimiento (en el control y la ve-
rificacién)!4, estd conectada también con la cultura politica de
orientacién postmaterialistal3, instalada en otros valores, en
otras necesidades, como la participacién del publico o la calidad!®.
Los cambios en la cultura organizacional se ejemplifica en la
incorporacién paulatina de una cultura de la programacién (efi-
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cacia), y una cultura de la revision (certificacion presupuestaria)
(Dente, 1990-91). La introduccién de la cultura de la valoracion,
aquella orientada al control de la gestion supone, en cierto sen-
tido, la redefinicion de la cultura de la responsabilidad (Metcalfe
y Richards, 1989), pero también relacionada con una cultura del
servicio puiblico; es decir, que lleve implicita una formacién ética
que inculque valores como la satisfaccion por la prestacién del
servicio publico.

m La teoria del piiblico en la que se instala es la del sujeto como
cliente. Una concepcién que define a los clientes de los servicios
ptiblicos como “los receptores inmediatos del servicio, en vez de,
como ocurren el sector privado, ser definidos como comprado-
res” (Richards, 1994: 15)17,

m En el subsistema psicosocial, la perspectiva de la gestion es-
tratégica de los recursos humanos se enmarca dentro las actua-
ciones innovadoras que inciden sobre los elementos estructurales
del sistema de gestién piiblica (Coster, 1993; Ratte, 1993; Vi-
lloria, 1994a).

® En el subsistema estructural adquieren relevancia las uni-
dades de control y las unidades de servicio.

m En el subsistema administrativo la transformacién en la con-
cepcién del trabajo interno, basado en la provisién de servicios,
supone una “reconceptualizacion de la actividad de la Admi-
nistracién como un proceso de produccién” (Boix, 1994: 27).
Igualmente, en la gestién publica se introducen nuevas meto-
dologias que se incorporan al sistema de toma de decisiones como
es el policy analysis!8 e, igualmente, la direccion estratégical®.

Con la exposicion de estos dos modelos, a modo de marco
para la reflexién, no pretendemos inducir a una valoracién acerca
de las bondades de uno o las disfunciones de otro, sino sim-
plemente que son modelos resultantes de un proceso histérico,
ligado a las estrategias del Estado, y como aplicacién contin-
gente de modelos de accién administrativa.

Una accién administrativa que se ha visto, sobre todo desde
principios de siglo, afectada por la aplicacién de los principios
de la teoria de la organizacién, junto con su proceso evolutivo,
y la introduccién de técnicas administrativas de la mds variada
indole. Sin embargo, la cuestion reside, a nuestro parecer, que
en la Administracién Puablica, como una organizacion compleja,
conviven una pluralidad de racionalidades administrativas, que
plantea la duda sobre si existe algiin modelo organizativo ca-
paz de satisfacer con la misma eficacia todas las distintas exi-
gencias relacionadas con el ejercicio de funciones tan variadas.
La respuesta, entendemos, no se salda con una adhesion o un



rechazo respecto a dos modelos diferenciados, sino que las fun-
ciones a desempenar responden a distintos criterios de confir-
macién de las decisiones y exigen, segtin Zan (1993: 644), or-
denaciones estructurales diferenciadas.

No obstante, si el concepto de reforma administrativa po-
dia responder a un proceso de adopcién contingente de nuevas
orientaciones organizativas, junto a la incorporacién de nuevas
técnicas y modificaciones estructurales. El concepto de moder-
nizacién administrativa no sélo subsume el concepto de re-
forma como un proceso contintio de adaptacién de la organi-
zacion, sino que pondria el énfasis en la contingencia de los
cambios; es decir, una puesta al dia permanente de la Adminis-
tracién Publica en relacién con las estrategias asumidas por el
Estado, los recursos de que dispone, la aplicacion de la plurali-
dad de medios y técnicas para la gestioén publica, y la capacidad
de modelacién de la estructura organizativa por medio de la
que actda.

En este sentido, el andlisis acerca de los procesos de simpli-
ficacién administrativa ocupan una posicién nuclear puesto que
es donde se condensan las actuaciones, en definitiva, los pro-
ductos de la Administracién Publica. Unos productos que depen-
derdn de las estrategias asumidas por el Estado en cada mo-
mento, de los principios de organizacion y de actuacién
normativos (constitucionales) establecidos, de las reglas y pro-
cedimientos por los que acttian, del disefio de organizacién y del
disefio de trabajo, y sobre qué teoria del publico estd orientada la
accién administrativa.

2. La simplificacion administrativa en los procesos
de reforma y modernizacién de la gestion
publica

La simplificacién administrativa alude a una tendencia den-
tro del proceso de produccién de la Administracién Publica. Un
proceso de produccién que estd imbricado en el marco general
de la gestién publica, del management publico. La definicién de
gestion publica seglin Moore, citada por Mendoza (1990: 280),
es “la tarea de intentar maximizar el valor creado por la actua-
cién de los poderes ptiblicos”. Este proceso de maximizacion, de
gestion, también aparece mediatizado de acuerdo con el mo-
delo de Administracién Pdblica imperante. Los rasgos que pre-
siden la gestion publica en el modelo burocratico, segtin Eche-
barria (1989: 33-34), son los siguientes:
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¢ La gestion publica es una funcién estrictamente ejecutiva;

es decir, la ejecucion mecanica de las decisiones politicas (re-

produce la separacién entre politica y administracién)20.

1 La gestion publica es un proceso intraorganizacional.

1 La gestion estd sometida a un sistema de control jerdrquico.

1 La gestion se ordena a principios generales. Las técnicas de

gestién, como verdades objetivas y de cardcter instrumental,

pueden adoptarse en todas las organizaciones.

De esta concepcion se desprende que la gestion se concreta
en controlar, en verificar si las tareas desarrolladas y los resultados
alcanzados coinciden con los previstos. Estas caracteristicas ge-
nerales aplicadas a la Administracién Publica “se traduce a téc-
nicas juridico-administrativas”. Por tanto, segtin Echebarria
(1989: 34), el principio de legalidad es el instrumento que se-
para politica y Administracién, puesto que ésta tiltima se limita
al desarrollo y ejecucién de la ley. El cardcter intraorganizacio-
nal de la gestién se ejemplifica en el concepto de competencia
administrativa. Igualmente, el control jerdrquico estd presidido,
por un lado, en el principio de jerarquia normativa y, por otro,
en el control de la legalidad de la actuacién administrativa. Por
altimo, los principios generales de gestion publica se conden-
san, en cuanto a los recursos humanos, en el estatuto comun
de funcién publica, y en el régimen general de la organizacion
y el procedimiento administrativo.

No obstante, a pesar de la permanencia de una gestion pu-
blica en la que presiden los elementos citados, también hay que
considerar qué dindmicas se estdn produciendo actualmente no
s6lo porque colisionen con las caracteristicas citadas, sino como
realidades que estdn apuntando la incorporacién de nuevas pau-
tas (Echebarria, 1989: 34-35). Entre esas nuevas realidades se
pueden citar las siguientes:

= El margen de discrecionalidad en la gestién de determi-
nadas politicas ptiblicas, que “no siempre es un proceso ejecu-
tivo mecanico”, puede conllevar que no se distingan con clari-
dad la linea divisoria entre politica y Administracion, entre
politicos y burécratas?!.

= Junto al proceso intraorganizacional también hay que con-
siderar el interorganizacional, mediante el impulso de relacio-
nes interadministrativas y concretadas en férmulas de coopera-
cién y la aplicacion de técnicas de coordinacion. Tanto entre
entes publicos territoriales: Administracion General del Estado,
Comunidades Auténomas y Administraciones locales, como
con organizaciones privadas, como puede ser el caso especifico
de las ONGs.



= Relacionado con el apartado anterior, el sistema de control
jerarquico implica la incorporacién de formulas diferenciadas,
puesto que no todas las organizaciones relacionadas estan su-
bordinadas jerarquicamente. Un ejemplo, son los érganos de co-
operacién entre el Estado y las Comunidades Auténomas: en pri-
mer lugar, estan los drganos multilaterales o sectoriales de cooperacion;
y, en segundo lugar, los 6rganos bilaterales de cooperacion?2.

® En dltimo lugar, un ejemplo de la aplicacién de la teoria
de las contingencias; es decir, de la adaptacion de la organiza-
cién al entorno frente a los principios generales de gestidn, es
la creacién de entes instrumentales, replanteando los principios
que actualmente se aplican a la Administracion Institucional
(MAP, 1990a). La aplicacién de estos nuevos principios implica
la utilizacién de regimenes juridicos diferenciados?3.

La simplificacién administrativa estd implicita en el proceso
de gestion publica, tanto en los modelos de Administracién ga-
rantista o postgarantista. UUna constante que nos la encontramos
en los programas que inspiraban, por ejemplo, politicas de re-
forma administrativa desde la década de los afios cincuenta, hasta
las nuevas formulaciones de reforma y modernizacién admi-
nistrativa a partir de la década de los ochenta. En el concepto de
simplificacién administrativa estdn implicitas una pluralidad
de caracteristicas relacionadas entre si que operacionalizan el
significado coloquial de la misma. Por tanto, se puede decir que
la simplificacién administrativa:

¢ Es una dindmica permanente en cualquier organizacién,

sometida a un proceso continto de evaluacion y ajuste.

1 Es una actitud.

1 Forma parte de la tecnologia administrativa.

1 Estd inmersa en el proceso de produccién del producto.

1 Forma parte de la eficiencia.

1 Contribuye a la calidad.

Definidos los elementos que integran el concepto de sim-
plificacién administrativa, también hay que sefalar la desregu-
lacién como un criterio asociado a la simplificacion, puesto que
marca el proceso de produccién administrativaZ4. El concepto
de desregulacién administrativa, segtin Morey (1989: 90), parte
“fundamentalmente de los problemas que los aspectos juridicos
formales y procedimentales presentan con frecuencia en la or-
ganizacién de las Administraciones Publicas, cuando por exceso
acaban constituyendo un obstdculo y una barrera para la accién
agil y eficaz de las mismas”. Igualmente, Echebarria (1993: 412),
considera que a este término le ocurre igual que con el de pri-
vatizacion; es decir, que estd sobrecargado de significados diver-
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sos, fruto de la intensa utilizacién de que ha sido objeto du-
rante los dltimos afos. La utilizacién del término desreglamen-
tacion aparece por primera vez en los EEUU, en la Administra-
cién federal, “a mediados de la década de los setenta, con la
finalidad de aligerar el peso de la regulacion sectorial sobre los
agentes econémicos”. En definitiva, de la reduccién del volu-
men de normas juridicas aplicables sobre la actividad social y eco-
némica25. La desreglamentacién incidird en una doble direc-
cién, aunque puedan conducir al mismo objetivo: las medidas
tendentes a reducir las limitaciones y obligaciones de la activi-
dad privada; v, las medidas de técnica legislativa, orientadas a ra-
cionalizar y simplificar el marco juridico pero que no implican
un cambio de los dmbitos de la Administracién y de los parti-
culares.

La primera orientacién, también denominada desreglamentacion
sustantiva, tiene un contenido de mayor calado politico puesto
que inciden sobre el intervencionismo juridico en la actividad
econ6émica. Un ejemplo que se traslada también a Gran Bre-
tafa, en la etapa de la Primera Ministra Thatcher y su politica de
privatizaciones, que coincide con la etapa del Presidente Rea-
gan en los EEUU, que incrementan este proceso. En este caso, la
regulacion se enmarca en el control de las privatizaciones rea-
lizadas. La diferencia de este proceso en el ambito europeo con-
tinental se debe, segtin Chevalier, a la existencia de una tradicién
diferente, “que se explica por una concepcién profundamente en-
raizada de un Estado tutor de la sociedad y arbitro de los inte-
reses sociales, el culto al Derecho y la demanda permanente de
la reglamentacién percibida como una garantia de seguridad,
uniformidad e igualdad” (Echebarria, 1993: 415)26.

La segunda orientacién, considerada como una desregla-
mentacion restringida, es la simplificacién normativa encaminada
a la reduccién del volumen, complejidad y dispersion, mediante
el recurso a diversas técnicas de racionalizacién y simplificacién
legislativa (Echebarria, 1993: 416). Un ejemplo de estas practi-
cas estan referenciadas en las comisiones de codificacién que
tratan de acotar el corpus vigente, cuyo exponente suelen con-
densare en nuestro caso, en los textos refundidos.

Estos procesos de desregulacion, considerados como uno de
los contenidos de la modernizacién administrativa, de acuerdo
con las dos orientaciones citadas, segiin Morey (1989:80) tam-
bién caben dos consideraciones sobre la desregulacién:

© La separacion de los reglamentos juridicos y de los admi-
nistrativos, restando carga juridica a estos tiltimos y haciendo de
ellos una norma cambiante, flexible, provisional y organizativa.



w La creacion de zonas de actuacion cuya regulacion sea sim-
plemente organizacién y basicamente sean objeto de actos y de-
cisiones de simple gestion administrativa. Esta zona de actuacién
discrecional estaria mads sujeta al principio de eficacia que al de
juridicidad.

Por tanto, un punto de partida para la operacionalizacién del
concepto de simplificaciéon administrativa serfa la doble inci-
dencia de la desregulacion ya comentada. Desde el punto de
vista sustantivo tiene mucho que ver con las estrategias del Es-
tado; es decir, con las funciones de regulacién y de intervencién
que asuma de acuerdo con las previsiones constitucionales.
Desde el punto de vista restringido supone la traslacién de la ra-
cionalizacién legislativa tanto a las instituciones parlamenta-
rias, como a la Administracién Pdblica en su cometido de
desarrollo y ejecucién.

a) La simplificacion administrativa es una dindmica

permanente en cualquier organizacién, sometida a un

proceso contintio de evaluacion y ajuste.

Esta proposicion alude, como principio general, a la necesi-
dad que tiene una organizacién de analizar los costes y la eficacia
de su rendimiento, en este caso, de la acciéon administrativa.
Aunque, segin Debbasch (1981: 413), “la idea de servicio pu-
blico habia paralizado mucho tiempo la investigacién del costo
y rendimiento de las administraciones. Funcionando éstas en
el interés general, se pensaba que los medios materiales y humanos
puestos a su disposicion estaban siempre justificados por las
exigencias de ese interés”. La incorporacién de la idea de efica-
cia y de método en la Administracién Publica se lleva a cabo
aplicando métodos y técnicas de gestion desarrolladas en el sec-
tor privado, siguiendo las lineas establecidas por el pensamiento
clasico de la Teoria de la Organizacién.

El conjunto de técnicas destinadas a mejorar el funciona-
miento de la Administracién que se incorporan a la misma,
como manifestacion de los procesos de reforma administrativa,
se denominaba Organizacién y Métodos (Quiroga, 1987). Desde
esta perspectiva, la “organizacion es la funcién que consiste en
buscar los medios a aplicar para determinar el grado de eficacia
del servicio su rentabilidad, asi como su facultad de adaptacién
al medio exterior. El método es el proceso de reflexién abstracta
que permite la aproximacién a los problemas de organizacién.
entre los métodos y la organizacién el lazo es estrecho. Los pri-
meros deben permitir sefialar las modificaciones deseables a la
organizacién. Y constituyen el arte de proceder, indispensable para
descubrir las estructuras ideales” (Debbasch, 1981: 420).
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El instrumento para aplicar las técnicas del denominado mo-
vimiento del scientific management, eran las Oficinas de Organi-
zacién y Métodos, con la consiguiente formacion de especialis-
tas en organizacion. La recepcién de las técnicas de Organizacion
y Métodos en la Administracién Publica, al margen de otros
antecedentes, se produce en 1939 en EEUU durante el mandato
de Roosevelt. En Gran Bretana la primera oficina de Organiza-
cion y Métodos se cred en la Tesoreria en 1942. En Alemania
Federal se cre6 en 1946 el Instituto Comunal para la Simplifi-
cacién Administrativa. En [talia el desarrollo de la Organiza-
cién y Métodos se produce a partir de 1954. Los origenes de la
creacién de oficinas de Organizacién y Métodos se encuentra
en Francia a finales de los afios cuarenta, una accién que se ve
impulsada a partir de 1955 que se consolida en 1959 con la cre-
acién del Servicio Central de Organizacion y Métodos (Para-
més, 1988: 258). Por dltimo, en Espana el desarrollo de la Or-
ganizacién y Métodos?” estd asociado como un instrumento
clave para el proceso de reforma administrativa iniciado en 1957,
cuyos ejemplos emblematicos se encuentran en la Ley de Régi-
men Juridico de la Administracion del Estado de 1957, la Ley Re-
guladora de la Jurisdiccién Contencioso-Administrativa de 1956,
y la Ley de Procedimiento Administrativo de 1958. Unos ins-
trumentos juridicos dentro de las tendencias marcadas de ca-
rdcter tecnocratico, que “confiaba el cambio organizativo en el
instrumento normativo al que se sumaban algunas técnicas de
organizacion y métodos y de presupuestacion (el PPBS. y la
R.CB.), olvidando los aspectos politicos, sociales y culturales de
los procesos de cambio” (Canales, 1994: 67).

Los problemas que abordaba la Organizaciéon y Métodos en
términos generales eran los denominados estructurales y los pro-
cedimentales. Los estructurales comprendian los de organizacién
y direccién; y, entre los procedimentales se encuentran los de mé-
todos y tiempos de trabajo, racionalizacién del trabajo, y sim-
plificacién administrativa (Blanco, 1970). Los 6rganos sobre los
que recae la puesta en préctica la reforma administrativa, por
ejemplo, en Espaifia a comienzos de 1960, son las Secretarias Ge-
nerales Técnicas de cada Ministerio y, en concreto, a través de
los Gabinetes Estudios integrados por dos tipos de equipos: uno
de juristas para la simplificacién legislativa, y los especialistas
en Organizacién y Métodos. Veamos qué puntos basicos eran
considerados como integrantes de un plan de racionalizacién
administrativa, siguiendo el esquema de Casals (1960)28. Este
plan presenta dos vertientes: la simplificacién y modernizacién
de la legislacidn; y, la racionalizacién del trabajo administrativo.



1.° La simplificacién normativa es un proceso constituido
por las siguientes fases:

1 Recopilacién legislativa.

I Estudio de disposiciones actuales.

i Preparacién de manuales administrativos en los que se ten-

gan en cuenta estos contenidos: estructura y organizacion,

funciones, procedimiento de trabajo y reglamentos de per-
sonal. Estos manuales tenfan que ser de cardcter general, de

Departamento, y de unidades administrativas.

¢ Investigacién de los efectos o problemas derivados de la

aplicacion de las distintas disposiciones con el fin de reali-

zar revisiones periédicas.

2.° La racionalizacién del trabajo presentaba los siguientes
objetivos:

¢ Los medios humanos se concretan en estas acciones: pre-

paracion psicoldgica, fomento del espiritu de unidad de los

funcionarios, fomento de la aceptacién de los funcionarios
de la racionalizacion administrativa, formacion y perfeccio-
namiento del personal.

i Los medios materiales tienen que incidir en estos dmbitos:

locales, mobiliario, simplificacién de impresos y documen-

tos, y mecanizacion de oficinas.

¢ Organizacién y puestos de trabajo: estructura organica,

puestos de trabajo y plantillas, valoracién de costos y rendi-

miento de servicios, y oficinas piloto para ensayo de nuevos
meétodos.

El desarrollo de este marco de reforma administrativa que
tiene lugar a mediados de los anos cincuenta se proyecta du-
rante dos décadas hasta la transicién democratica. Sin embargo,
la recepcién de la nueva ola de reforma o modernizacién ad-
ministrativa en Espana, a partir de los afios ochenta, va estar
condicionada por dos hechos de la siguiente naturaleza : la ins-
titucionalizacién contenida en la Constitucién de 1978 que
plantea una nueva de distribucién territorial del poder con la cre-
acion de entes puiblicos territoriales como son las Comunidades
Auténomas; y la integracion en las Comunidades Europeas. El
proceso estatuyente que se produce entre 1978 y 1983, con la cre-
acién de diecisiete Comunidades Autdnomas, reabre, no obs-
tante, otro proceso como es la transferencia de competencias de
la Administracién General del Estado a las Administraciones
autondmicas, con la consiguiente reestructuracién de la primera
y la adecuacion paulatina de las segundas. Por tanto, el alcance
de la reformas administrativas va a depender del impulso poli-
tico que concierne a cada ente territorial.
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En el dmbito de la Administracién General del Estado este im-
pulso de modernizacién serd compatible con la necesaria rees-
tructuracion organizativa derivada de la institucionalizacién del
Estado de las Autonomias, y la revision y adecuacién del pro-
cedimiento administrativo a la Constitucién de 197829, Las li-
neas programdticas de estas reformas aparecen publicadas bajo
el titulo de “Reflexiones para la modernizacion de la Administracion
del Estado” (MAP, 1990a). Es un texto en el que se condensan las
lineas de actuacién, la apuesta por una nueva cultura adminis-
trativa, y las dreas de problemas sobre los que actuar: la orga-
nizativa, la relativa a los criterios de funcionamiento y procedi-
mientos de actuacién, y por ultimo, los recursos humanos. Desde
el punto de vista normativo, la referencia a la simplificacion de
procedimientos aparece recogida en los proyectos de Ley de Or-
ganizacién y Funcionamiento de la Administracién General del
Estado (LOFAGE), presentados por el Gobierno del pPSOE, al final
de la V Legislatura (1993-1996), como por el Gobierno del pp,
al comienzo de la VI Legislatura (1996).

En concreto, el proyecto del Gobierno socialista, aprobado
por el Consejo de Ministros el 6 de octubre de 1995, pero que
no seria objeto de discusidon parlamentaria, establece en el arti-
culo 10, la siguiente referencia a la simplificacién administrativa:

“1. La tramitacién de los procedimientos administrativos se
apoyard en la utilizacién de medios electrénicos, informdticos

y telemadticos, con respecto de las garantias y cumplimiento de

los requisitos previstos en cada caso por el ordenamiento juri-

dico. 2. La actividad material de gestion, referida al funciona-

miento interno y la comunicacién entre unidades, se regira por

las instrucciones y érdenes de servicio dictadas por los 6rganos

competentes, con los efectos previstos en el articulo 21.2 de la

Ley de Régimen Juridico de las Administraciones y del Proce-

dimiento Administrativo Comun. 3. Los Ministerios y Orga-

nismos Pidblicos y, en particular, sus servicios comunes proce-
derdn a la periddica racionalizacién y actualizacién de los
procedimientos administrativos, asi como de las actividades
materiales de gestién interna, y elaborardn los correspondien-

tes manuales, en el marco de las directrices técnicas del Minis-

terio con competencia en ésta materia en toda la Administracién

General del Estado”.

En cuanto al proyecto de LOFAGE presentado por el Gobierno
del Partido Popular, el 18 de junio de 1996 (promulgada como
Ley 6/1997, de 14 de abril)30, plantea en el apartado VI de la ex-
posicién de motivos que la “necesidad de acometer procesos de
supresién y simplificacién administrativa, evidentemente desde
una perspectiva organizativa general, viene impuesta por la re-
alidad del Estado autonémico”. En el texto articulado se distin-



gue la aplicacion del concepto de simplificacién administrativa
en el marco de los principios de organizacién y funcionamiento
de la Administracién General del Estado. En los de organiza-
cién establece la “simplicidad, claridad y proximidad a los ciu-
dadanos” (articulo 3.1.e) ; y, en los de funcionamiento, “la ra-
cionalizacion y agilidad de los procedimientos administrativos
y de las actividades materiales de gestion” (articulo 3.2.e).

El nuevo impulso de reforma, bajo la perspectiva de la mo-
dernizacién administrativa al comienzo de la década de los no-
venta también es un proceso que, de manera desigual, también
es compartida en las nuevas Administraciones autonémicas, en
la medida que han ido asumiendo competencias, vertebrado la
estructura organizativa, e impulsado politicas publicas propias.
Entre las comunidades auténomas que ha adoptado diferentes
medidas de reforma3!, en las que se contemplan programas so-
bre simplificacién administrativa, se encuentran las siguientes:
Galicia, Cataluna, Pais Vasco, Andalucia, Aragén, Navarra y Co-
munidad de Madrid.

En Galicia, las lineas programaticas estdn contenidas en el
documento ‘A reforma Administrativa de Galicia” (Rodriguez,
1992a)32, orientadas en dos direcciones: en primer lugar, la po-
litica de funcién publica33; y, en segundo lugar, las bases para
una racionalizacién, simplificacién e informatizacién de los
procedimientos administrativos34. El esquema de reforma, sal-
vando las diferencias cronolégicas, consideraciones técnicas y con-
texto organizativo, sigue las pautas habituales sobre las que
han incidido programas precedentes, con la creacién de 6rga-
nos especificos o reasignando funciones a preexistentes segin
el proceso establecido:

Organos de coordinacién: Comisién Central de Racionali-
zacion Administrativa, y las comisiones de racionalizacién
constituidas en cada conselleria.

1 Organos técnicos: Comisién Central de Revisién de la Nor-

mativa legal, y las comisiones de revisién constituidas en

cada conselleria.

1 Organos de control: Inspeccién General de Servicios3.

De los 6rganos citados, la Inspeccién General de Servicios
adquiere una funcién instrumental destacada en este proceso
de reforma?9, al igual que en otras comunidades auténomas37
y en otros sistemas administrativos. Efectivamente, la evolucién
de estas instituciones clasicas de control interno hacia funciones
de control de la eficacia y la eficiencia de la gestién publica (Ca-
nales, 1994). Esto implica el andlisis de los resultados, el im-
pacto social, el coste de los recursos empleados o la adecuacién
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de los sistemas de control de la gestion publica (Echebarria,
1993: 217; Gore, 1994: 39), con el objeto de proponer mejoras
y optimar el rendimiento organizativo. Entre los ejemplos de
esta nueva acepcion del control de la gestidn, encardinado a
éste tipo de érganos, lo encontramos también en la Administracion
General del Estado a través de las Inspecciones Operativas de
Servicios (MAP, 1990a)38, al igual que en Francia, Japén, Reino
Unido y EEuu.3?

En Cataluna los proyectos de modernizacién administrativa
parte de la orientacién politica marcada por la presidencia de la
Generalitat, en octubre de 1985, y que se concreta en el Decreto
23/1986, de 19 de febrero, por el que se crea el Comité Asesor
para el Estudio de la Organizacion de la Administracién (Co-
mité Director para la Organizacién de la Administracién, a partir
de 1993), con la finalidad del consolidar el ejercicio de la fun-
cién organizativa como actividad ordinaria®?. Las funciones atri-
buidas a éste 6rgano son las de estudio de las diferentes técni-
cas administrativas de organizacion, de las relaciones de la
Administracién autonémica con el ptblico, y la elaboracién y
ejecucion de propuestas organizativas (Florensa, 1994).

En la Comunidad Auténoma de Andalucia los programas de
racionalizacién administrativa tienen lugar a partir del Decreto
260/1988, “que abre el camino a las iniciativas de la Junta de
Andalucia en la biisqueda de una mayor eficiencia de sus servi-
cios, centralizando en la Consejeria de Gobernacién las funciones
de direccion e impulso en este campo” (Porras, 1994: 85). En-
tre los objetivos prioritarios definidos por el citado Decreto
estd la simplificacion de procedimientos y trimites administra-
tivos. También se crea como 6rgano consultivo y de asesora-
miento, la Comision Interdepartamental de la Coordinacién y
Racionalizacion Administrativa, integrada por los secretarios ge-
nerales de todas las Consejerias y de los organismos auténomos.

El impulso en el Pais Vasco para la racionalizacién de la Ad-
ministracién autonémica tiene lugar, a partir de 1992, con la
creacién de una Comisién de Racionalizacién y Mejora (CORAME),
integrada por los dos Vicepresidentes del Gobierno Vasco y los
Consejeros de Presidencia, y de Economia y Hacienda. Los tra-
bajos de esta comisién se concretaron en diez resoluciones que
fueron discutidas y aprobadas por el Consejo de Gobierno Vasco
Yy, posteriormente, presentadas y debatidas en el Parlamento
Vasco el 10 de junio de 1993 (Echebarria, 1994: 56-57). Entre
las diez medidas destacamos la quinta, sobre el cambio y sim-
plificacién de los procedimientos administrativos (Gobierno
Vasco, 1993: 225), en la que insta al Gobierno la elaboracién de :



“un inventario de procedimientos administrativos en el que

se contengan referencias expresas al marco juridico de los mis-
mos y al tratamiento del silencio administrativo en cada caso;
asf como unas primeras conclusiones en cuanto a la necesidad
de su adecuacién atendiendo a los criterios de simplificacién y
desconcentracién, y a los principios de trasparencia, objetivi-
dad y seguridad juridica. Todo ello en la linea ya emprendida
con la aprobacién de las directrices para la elaboracién de pro-
yectos de ley, decretos, 6rdenes y resoluciones, que permiten
iniciar el camino hacia la simplificacién y normalizacién de las
tareas administrativas”.

Por dltimo, en Aragon la agenda sobre las medidas de re-
forma y modernizacién estd contenida en el “Informe sobre los
problemas que plantea la organizacién y funcionamiento de la
Administracién de la Comunidad Auténoma” (denominado Li-
bro Blanco), remitido por la Diputacién General a las Cortes de
Aragén que fue debatido y aprobado en 1985. La instrumenta-
lizacion de la reforma, segin el Libro Blanco, recae en la Comi-
sion de Racionalizacion Administrativa (Decreto 105/1985, de 29
de agosto), presidido por el Consejero de Presidencia y Rela-
ciones Institucionales e integrada por los directores y respon-
sables técnicos de las dreas de organizacidn, funcién piblica,
presupuestos, informdtica y servicios, y la posibilidad de la in-
corporacién de expertos en técnicas de gestién y organizacién
(Giménez, 1994)%1. En este programa la Inspeccién de Servi-
cios de la Diputacién General de Aragén también cobra nuevas
funciones, concebida como una unidad de estudio y propuesta
de alternativas sobre la organizacién y funcionamiento de la
Administracién autonémica, y la instrumentacién técnica del
proceso de reformas. Sin embargo, sucesivas reformas entre 1992
y 199342, sustituyeron la Comisién anterior por una Comisién de
Coordinacién Administrativa (Decreto 164/1993, de 19 de octu-
bre) y que, segtin Giménez (1994: 196), sus “competencias no
tienen nada que ver con la modernizacién y reforma de la Ad-
ministracion”.

b) La simplificacién administrativa es una actitud.

Con esta afirmacién se sefala que la simplificacién es una
orientacion permanente de actuacion, de acuerdo con el cono-
cimiento y la informacién del proceso y de la accién adminis-
trativa, encaminada a la mejora de los resultados. Es una actitud
que también forma parte de los valores que integran las nuevas
culturas administrativas que inciden mds en los resultados (pro-
ductos) que en los procesos. Una actitud que se operacionaliza
tanto en las relaciones intraorganizativas e interadministrativas
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adquiere, como con los ciudadanos de manera individualizada o
colectiva a través de organizaciones. Por tanto, la procura de la
simplificacién administrativa se puede decir que es una refe-
rencia permanente en las organizaciones publicas, estd vincu-
lada al proceso de produccion, y sujeta al control de la gestion.
Aungque en los programas de reforma o modernizacion se in-
cluye en la agenda como uno de sus objetivos basicos.

) La simplificacién forma parte de la tecnologia
administrativa.

La Administracién Publica como organizacién inserta en un
sistema social y, por tanto, ligada a los cambios tecnolégicos y
sociales tiene que adaptarse de manera contingente con el me-
dio ambiente que la contiene. En consecuencia, los impactos
de las tecnologias, en general, han gravitado en la Administra-
cién Publica en diferentes ambitos, pero sobre todo en el pro-
cedimiento. En este sentido, la incorporacién de las tecnologias
no debe de suponer una cuestion excepcional sino una recepcién
consustancial como la que se produce en el resto de las organi-
zaciones. No cabe duda que, histéricamente, se han producido
ciertas resistencias a la incorporacién de tecnologias hasta que
no se ha legalizado su utilizacién3. Un proceso similar tam-
bién se ha producido con las nuevas tecnologias de la informa-
cién y la comunicacion (Castells, 1986), cuya aplicacion estd
asociada a los procesos de reforma administrativa relativos a
mecanizacion, etc., hasta los relacionados con la modificacién
de las estructuras organizativas, el control, y la legalidad me-
diante estas aplicaciones..

Sobre esta tltima consideracion el ejemplo estd, en el caso
espanol, la regulacion contenida en la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Juridico de las Administraciones Pu-
blicas v del Procedimiento Administrativo Comtn, que con-
templa en su articulo 45 la incorporacion al mismo de medios
técnicos. En el precepto citado se senala que las Administracio-
nes Publicas “impulsaran el empleo y aplicacién de las técni-
cas y medios electrénicos, informaticos y telemdticos, para el
desarrollo de su actividad y el ejercicio de sus competencias”.
Los ciudadanos podrin relacionarse con la Administracion a
través de estos medios técnicos. Igualmente se establece la garantia
de los procedimientos tramitados y terminados en soportes in-
formaticos y la aprobacion de los programas que sean utiliza-
dos por las Administraciones Publicas para el ejercicio de sus
potestades. Por tltimo, la eficacia y la validez de los documen-
tos emitidos como copias de originales por cualquier que sea



su soporte técnico, asi como el cumplimiento de las garantias y
requisitos exigidos por las leyes. El desarrollo de esta formalizacién
se concreta en el Real Decreto 263/1996, de 16 de febrero, que
regula la utilizacién de técnicas electrénicas, informaticas y te-
lematicas por la Administracién General del Estado.

La incorporacién de las nuevas tecnologias de la informa-
cién a la gestion administrativa se concreta en varios ambitos#:
desde la mecanizaci6n de los procedimientos de trabajo, la me-
canizacion de la gestién, hasta el control y el seguimiento de
las operaciones que realiza la Administracién Pblica. En con-
secuencia, a cada uno de estos dmbitos le corresponde una de-
terminada implantacién de estos medios técnicos: una organi-
zacion y gestion integrada de la informacion, el desarrollo de
sistemas de informacion para la planificacién y gestién, y, por
tltimo, la introduccién de medios interactivos para la relacién
entre ciudadanos y Administracién4.

Por tanto, las estrategias disefiadas para la racionalizacién y
mejora de la Administracién incorporan, por regla general, las
nuevas tecnologias de la informacién como instrumento béasico
de la gesti6n piiblica. Por ejemplo, en el conjunto de proyectos
que conforman el Plan de Modernizacion de la Administracién del
Estado (MAP, 1992), se fija como objetivo “racionalizar los tramites
de los procedimientos, agilizar los circuitos internos previos a
las resoluciones administrativas, la normalizacién e informati-
zaci6n de tales procesos, etc. Su consecucién repercutird en la ul-
terior mejora en la calidad de la prestacién, ademas de ahorrar
recursos (humanos y de tiempo) que pueden emplearse en otras
actividades” (MAP, 1992: 74). Igualmente, en el “Acuerdo del Con-
sejo de Ministros para la simplificacion y la eficacia de los procedimientos
y métodos de trabajo administrativos”, de 15 de diciembre de 1994,
entre los objetivos de racionalizacién de la gestién de los pro-
cedimientos se sefala “la incorporacién de las nuevas tecnolo-
gias a la gestion, incidiendo en la tramitacién automatizada de
los procedimientos y en la aplicacién de técnicas y medios in-
formaticos, electrénicos y telematicos a las relaciones con los
ciudadanos”46,

En el programa de reforma de la Administracién de la Xunta
de Galicia, la informatizacion es la arquitectura del procedi-
miento?. El establecimiento del Sistema de Gestion de Procedi-
mientos Administrativos (SGPA), en el que convergen la Inspeccién
General de Servicios y la Direccién General de Informatica, es
una compleja red soportada por las nuevas tecnologias de la in-
formacién. También hay que sefialar esta recepcién tecnolégica
en el Sistema de Informacion Administrativa y Atencion al Ciudadano.
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En la Junta de Andalucia la competencia acerca de la inno-
vacion tecnoldgica, después de diferentes reestructuraciones ad-
ministrativas, entre 1982 y 1993, ha recaido en la Direccién Ge-
neral de Organizacién Administrativa e Inspeccién General de
Servicios*8. Entre los distintos sistemas horizontales de gestion
informatica, destaca el Sistema informatizado de gestion y segui-
miento de expedientes (programa TEXJA), que entré en fase de apli-
cacion en 1993, y que normaliza procedimientos administrati-
vos con un sistema de registro automdtico, permitiendo un
seguimiento de los expedientes hasta su archivo (Porras, 1994:
87-88).

Por tltimo, en la Comunidad Foral de Navarra desde el De-
partamento de Economia y Hacienda se ha implantado de forma
progresiva un Sistema Integrado de Gestion de Expedientes (SIGE),
basado en las nuevas tecnologias. Este sistema, conectado con
la idea de modemizaciéon administrativa, tiene como objetivo “una
gestién eficaz y eficiente de los expedientes, proporcionar a la Ad-
ministracién la informacién adecuada sobre la tramitacién y
los datos de los expedientes, facilitar al ciudadano la informa-
cion precisa sobre los requisitos y el estado de tramitacién de los
procedimientos, controlar los plazos de tramitacién de los pro-
cedimientos, controlar los plazos de tramitacién de los proce-
dimientos y, en fin, conocer la actividad realizada dentro de los
distintos departamentos, para detectar las carencias organizati-
vas y también fijar los circuitos integrados de tramitacién, que
simplifiquen y agilicen la tramitacién administrativa” (Razquin,
1994: 113).

d) La simplificacién administrativa estd inmersa en el
proceso de produccion del producto

El aspecto nuclear de la simplificacién administrativa es jus-
tamente que es consustancial al citado proceso de produccién
de los productos; es decir, de la accién administrativa. El in-
forme de la OCDE sobre las Administraciones Ptblicas dice que,
“los programas de simplificacion se refieren, por un lado, a los
procedimientos administrativos y, por otro, al lenguaje (leyes,
reglamentaciones y comunicaciones). Estos dos aspectos estdn
estrechamente relacionados: el lenguaje administrativo refleja
los procedimientos y la organizacién que la Administracién ne-
cesita, y los procedimientos regulan el contenido de la comu-
nicacién (por ejemplo, el complejo aparato de referencias y sal-
vedades que remiten a otras disposiciones); los procedimientos,
como el lenguaje, estin determinados por factores internos de
la Administracién y propios del fundamento juridico de los re-
gimenes democraticos” (OCDE, 1991: 174).



Las reglas y procedimientos establecidos, junto con el disefio
de la organizacién del trabajo, conforman los elementos sus-
tantivos que se concretan en dos funciones bésicas: la simplifi-
cacién de tramites, y la normalizacién de documentos :

&= La simplificacion de trdmites también estd asociada con
los procesos de comunicacién intraorganizacional y con los ad-
ministrados. Una comunicacién que, en lo que respecta al ciu-
dadano, significa que dispone de la informacién necesaria en su
relacién con la Administracién. La comunicacién administra-
tiva puesto que es bilateral, conlleva que la Administracién in-
vierta en informacién (elaboracién de mensajes) y en instru-
mentos de comunicacién (desde oficinas, medios impresos,
productos informaticos, audiovisuales, etc.) destinados a los
segmentos de usuarios, de acuerdo con la pluralidad de pro-
ductos. El informe de la OCDE (1991: 171) senala al efecto que,
“una comunicacién directa y receptiva compensa en ocasiones
el rigor de las normas y de los procedimientos, sobre todo cuando
los funcionarios pueden descubrir inmediatamente las dificul-
tades de comprension de los clientes”.

# La normalizacién de documentos, que son el soporte del
procedimiento y de la comunicacién administrativa, implica
cuestiones como la simplificacion del lenguaje, y la nitida tras-
lacioén fisica en los formularios y demds, de los contenidos ob-
jeto de la accion administrativa.

Entre las medidas de simplificacién administrativa que se
pueden citar, a modo de ejemplo, son las que aparecen conte-
nidas en los proyectos del Plan de Modernizacién de la Adminis-
tracion del Estado (MAP, 1992), que especifica 204 medidas. El
término simplificacién aparece asociado a siete proyectos*. No
obstante, también se pueden citar otros términos asociados al
de simplificacién, en el marco de la tecnologia administrativa y
de la gestion de servicios como los siguientes: “mejora de la ges-
tién"”, “agilizacion de la gestion”, “agilizacion de los procedi-
mientos”, “mejora de la tramitacién”, “mejora del procedimiento”,
y “racionalizacién del procedimiento”.

Ahora bien, en un apartado especifico del citado Plan, “Sim-
plificacion de tramites y procesos de trabajo” (MAP, 1992: 168-
169), se afirma que es “la linea mas relevante tanto cuantitativa
como cualitativamente, y aborda el objetivo de la eficacia in-
terna mediante la simplificacion y redefinicién de los procesos
administrativos de trabajo”. Los proyectos incluidos dentro de
esta linea son en total quince, que comprenden desde el n.°
140 al n.° 154 (MAP, 1992: 169-176), en los que “no sélo reor-
ganizan los procesos para aumentar la seguridad y la agilidad,
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sino que muchos de ellos introducen las tecnologias de la in-
formacién como soporte técnico de la mejora”.

Siguiendo con el mismo ejemplo de la Administracién Ge-
neral del Estado, el Acuerdo del Consejo de Ministros (1994 ) sobre
simplificacién anteriormente citado, establece como proyecto
la realizacién de andlisis de gestién de la totalidad de los pro-
cedimientos. Las finalidades que persigue se concretan en dos as-
pectos:

w “La simplificacién documental de los procedimientos,
abordada desde una doble perspectiva en las relaciones con los
ciudadanos, mediante una delimitacién clara y una reduccién
significativa de los datos y documentos que el ciudadano debe
aportar al inicio y en el desarrollo de la actuacién administra-
tiva, en el ambito interno, mediante la configuracion de mode-
los documentales normalizados para todos los procesos de ac-
tuacién, que sean susceptibles de incorporacién a soportes
automatizados”.

= “La racionalizacién de la gestién de los procedimientos, es-
tableciéndose los siguientes objetivos”: la simplificacion de tra-
mites; la elaboracion de métodos de trabajo homogéneos para
la gestion de aquellos servicios ptblicos cuyo objeto sea la sa-
tisfaccion de demandas de similar naturaleza, unificando y nor-
malizando su tramitacién, aunque corresponda a érganos dis-
tintos; la incorporacién de las nuevas tecnologias de gestion; la
reduccion de los tiempos de gestion; la transparencia en la ges-
tion de los procedimientos; y, por tltimo, la elaboracién de ins-
trucciones en la linea establecida por la Ley 30/1992, y las nor-
mas de adecuacién que completen el proceso de simplificacién
en lo relativo a las actuaciones y métodos de trabajo.

También en las Administraciones autonémicas se han ido
adoptando paulatinamente programas de racionalizacién, como
el modelo citado de la Xunta de Galicia, en los casos de Anda-
lucia, Catalufia, Aragén y Madrid, que incluyen un conjunto de
actuaciones acerca de la informacién y la comunicacién con el
publico.

Entre las primeras medidas modernizadoras de la Adminis-
tracion de la Junta de Andalucia estd la creacién de las Oficinas
de Informacién (Decreto 57/1983), implantadas de forma pau-
latina en los servicios centrales y en las delegaciones provincia-
les. Igualmente, entre las medidas de racionalizacién adminis-
trativa estd la creacion del Registro de formularios de la Junta de
Andalucia (Orden de 28 de julio de 1989) para establecer los
criterios de normalizacién de formularios y papel impreso (Po-
rras, 1994: 85-86).



En la Generalitat de Catalufa las funciones de simplifica-
cién y racionalizacién de procedimientos la lleva a cabo el Co-
mité Director para la Organizacion de la Administracién, que ha
elaborado y difundido manuales de normas y procedimientos,
por ejemplo, de gestién de personal, de contratacién adminis-
trativa, expropiacion forzosa, elaboracion de normas, régimen
disciplinario de los funcionarios, gestién de centros docentes
ptblicos. En otra direccion estd la labor de normalizacién do-
cumental y de inclusion de los documentos en soportes infor-
maticos para facilitar la gestion a los usuarios (Florensa, 1994:
25). La posibilidad de registros comunes a toda la Administra-
cién autondmica se contempla en la Ley 13/1989, de 14 de di-
ciembre, con la creacion de las oficinas de gestion unificada
(OGU) como instrumentos de atencién al publico. Un ejemplo
de la implantacién de estas oficinas es la especifica para esta-
blecimientos industriales (Decreto 191/1990, de 30 de julio),
con la finalidad de simplificar y facilitar a los industriales los
tramites para abrir establecimientos (Florensa, 1994: 22-23; Al-
cover, Baizan y Salvador, 1996).

En la Administracién autonémica de Aragén se inicié en
1996 un programa piloto de simplificacién de procedimientos
promovido por la Comision de Racionalizacién Administrativa,
pero que no tuvo un desarrollo posterior. No obstante, si ha te-
nido continuidad el servicio de informacién al ciudadano que,
entre 1983 y 1993, ha experimentado diversas reestructuracio-
nes hasta la creacién de la Gerencia de Servicios de Ventanilla Unica
(Decreto 198/1993, de 24 de noviembre). Entre las funciones asig-
nadas a la Gerencia estd la de “un centro de gestién unificada de
tramitacion de expedientes aunque afecten a distintas adminis-
traciones” (Giménez, 1994: 199).

Por dltimo, en la Comunidad de Madrid, la modernizacién
de la Administracién autonémica venia impulsada por una po-
litica al efecto, hasta que la Asamblea de Madrid aprobé en 1991
un acuerdo para que se elaborara un plan especifico. No obstante,
la Comunidad aprobé el 26 de agosto de 1993 un conjunto de
cinco Decretos, de acuerdo con las exigencias de la Ley 30/1992,
para adecuar los procedimientos administrativos (Villoria,
1994b)30. En cuanto a la materia de informacién al priblica,
ademds de la Oficina de Informacién prevista en la Ley 1/1983, de
13 de diciembre, de Gobierno y Administracién de la Comuni-
dad de Madrid, estd la publicacién en 1994 de una Guia de de-
rechos del ciudadano, en la que se recogen tanto los derechos del
usuario, la informacién sobre los procedimientos, modelos de
escritos y recursos, asi como sobre los servicios que presta la
Comunidad.
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e) La simplificacion administrativa forma parte de la

eficiencia.

Los programas de modernizacién administrativa incorpo-
ran un nuevo marco de responsabilidad en la gestion publica que
va mds alld de la del concepto tradicional de la responsabilidad
centrado en el cumplimiento formal de la norma; es decir, la
utilizacion eficiente de los recursos y la evaluacién de los resul-
tados de la misma. Sin embargo, como antes sefialadbamos, la plu-
ralidad de funciones de la Administracion Publica conlleva que
se mantengan dos lineas basicas: la administracion reguladora y la
administracion de servicios de no mercado, dejando al margen la em-
presa publica. En el primer supuesto, la Administracién Piiblica
sigue aplicando procedimientos regulados de forma homogénea,
con el desarrollo de determinados procesos. Aunque esto no
impide que se puedan adoptar medidas de racionalizacién y
simplificacién administrativa especificos para cada caso. En el se-
gundo supuesto, la pluralidad de procedimientos y orientacio-
nes viene dada, a su vez, por la pluralidad de servicios tan dis-
pares que presta como, por ejemplo, la educacién o la sanidad.
Por tanto, en éste tipo de gestién requiere también unos proce-
dimientos diferenciados préximos o similares a los de mercado.

No obstante, el criterio de eficiencia y de evaluacién de re-
sultados se puede aplicar de manera contingente a cada uno de
los dos supuestos de administracién. De acuerdo con Simon
(1978: 165), si bien el criterio de eficiencia resulta mas com-
plicado en las organizaciones no comerciales, por la naturaleza
diferenciada de la prestacién de servicios piiblicos, esto implica
que los conceptos de coste (recursos) y resultados (beneficios)
adquiera una funcionalidad diferente. En este sentido, la sim-
plificacién administrativa incide tanto en la reduccién de los
costes del proceso administrativo, sobre todo en valor tiempo,
y que los resultados se traduzcan en calidad y satisfaccién por
parte del publico, en productividad para beneficio de los fun-
cionarios, y en legitimidad de la accién administrativa con los
consiguientes efectos de naturaleza politica en un sistema de-
mocratico.

La evaluacion del trabajo, bien de unidades administrativas,
bien individuales presididas por el criterio de eficiencia tiene en
cuenta en el andlisis del producto final todos los pardmetros que
intervienen en el procedimiento administrativo (Mejias, 1994)31.
Cualquier regla de medir el rendimiento (la eficiencia) que se uti-
lice, parte de los pardmetros de la actividad correspondiente. La
definicion de esos parametros muestran el alcance de la racio-
nalidad y simplificacién con el que han sido disenados.



f) La simplificacion administrativa contribuye a la calidad.

La calidad es un requisito adicional derivado del principio de
eficacia que estd en consonancia con las exigencias de los ciu-
dadanos, de las nuevas pautas de cultura politica, y de las es-
trategias de modernizacion administrativa®2. La implantacién de
un servicio de calidad en la Administracién Pablica tiene una do-
ble orientacién: la intraorganizacional, que impregnaria todo
el proceso de produccion de servicios; y la externa, orientada al
ptiblico33. En consecuencia, se trata tanto del control de la ges-
tién administrativa centrado en la consecucién de los objetivos,
como en el andlisis y evaluacién de los productos, concretados
en su alcance y en la satisfaccién del publico. Esto implica la
adopcién de metodologias especificas por parte de las Admi-
nistraciones Publicas®#, como las que propone Loffler (1996) para
evaluar la calidad de la gestién en el sector publico dentro del
paradigma administrativo de la “Nueva Gestion Publica™?, y la
correccion de las deficiencias detectadas y la adopcién de las
medidas oportunassé. En concreto, los instrumentos de evalua-
cidn de los sistemas de gestion de la calidad que considera Lof-
fler (1996: 32-39) son: la serie 1SO 900057, las Cartas del Ciuda-
dano o las Cartas de Servicios Piiblicos>8, y los premios a la calidad
en el sector ptiblico3?. Unos premios que tienen como mode-
los algunos de los establecidos en el sector privado como el De-
ming (Japén), Malcom Baldrige (EE.UU.), y el Premio Europeo a la
Calidad (Loffler, 1996: 43-49; 66-79).

En el caso espaiiol se pueden citar algunos ejemplos de es-
tudios realizados por la Administracion General del Estado
acerca de la calidad de los servicios publicos (Ruiz 1994)%0, como
por los institutos de investigacion IS (en 1992)6! y CIRES (en
1993)62, que analizan tanto el alcance de las relaciones de los
ciudadanos con las diferentes Administraciones Publicas®3,
como las valoraciones acerca del trato y funcionamiento de las
mismas®4. No obstante, las Administraciones Publicas también
estdn en disposicion de obtener informaciones directas del pt-
blico acerca de su gestidn. Por ejemplo, respecto a las deficien-
cias registradas a partir de las sugerencias, reclamaciones y quejas
que interpone el ptblico en las unidades administrativas co-
rrespondientes®3, y aquellas que se derivan de los recursos in-
terpuestos en el marco del procedimiento administrativo. El
andlisis de esta informacién también sirve para detectar y corregir
las deficiencias de la accion administrativa, y que se enmarcan
dentro de las evaluaciones de los procesos de simplificacién ad-
ministrativa. En la misma linea se pueden afadir las reclama-
ciones elevadas ante la institucién del Defensor del Pueblo
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(segiin dmbitos territoriales), y los informes que promueve so-
bre las actuaciones administrativas, y que traslada a las Admi-
nistraciones Publicas para su consideracién y correccién de
deficiencias.

La perspectiva de la calidad incide sobre los costes y los pro-
ductos (outputs) de los objetivos del servicio publico, y en la re-
duccién de la insatisfaccién del publico; es decir, sobre los re-
sultados (outcomes) de la actuacién administrativa. Una actuacién
en la que se integran, segin Albrecht (1994), las ideas bdsicas
de ‘calidad’ y ‘servicio’ que dan lugar al concepto de Servicio de
Calidad Total (sCT): el modo como las organizaciones armonizan
su estrategia, sus sistemas y sus recursos humanos en torno a
las necesidades de los clientes. El modelo del scT establece cinco
elementos bdsicos de accion®®, y diecisiete puntos clave de interven-
c¢ion mds o menos aplicables en iniciativas relacionadas con la
calidad¢?, para producir cambios en la cultura organizacional
centrados en el clientess.

En este sentido, la virtualidad de las estrategias de moder-
nizacién administrativa es que justamente ponen en el centro al
cliente. Si la Administracién Ptblica es oferente de servicios pu-
blicos, y reguladora de gran parte de la vida social y econémica,
no puede actuar al margen de la participacion del publico como
exponente de su democratizacién. Por tltimo, la relacién entre
eficiencia con la orientacién de calidad, y la simplificacién ad-
ministrativa no es una mera retérica sino un nexo sustantivo. La
simplificacion administrativa hay que considerarla no s6lo como
la denominacién de un conjunto de técnicas que operan en dis-
tintos niveles de la produccién administrativa, sino también
como una tendencia proyectada de manera permanente y so-
metida a constante revision. Los programas de reforma y mo-
dernizacién administrativa suelen intensificar ésta dindmica, a
partir del momento que opera el programa, aunque la cuestién
estd en mantener constante la participacién de los actores prin-
cipales, los funcionarios y el ptblico. €



Notas

I Version adaptada de la ponencia desarrollada en la Xornada de estudio
sobre simplificacién administrativa, organizada por la Escola Galega de Ad-
ministracién Puablica, A Coruna, 20 de junio de 1995.

2 Para Canales (1994: 67), el término que va a sustituir al de reforma es
el de modernizacién. Un término que engloba una pluralidad de orienta-
ciones, “cuyo énfasis y finalidad estaba sobre todo en el cambio en la cul-
tura organizativa y en las formas técnicas de actuaciones publicas”. Si en
Espania a este cambio se le denomina modernizacion, segiin Echebarria (1993:
135), en el Reino Unido recibe el nombre de “estrategia de eficiencia”; “des-
burocratizacién” en Alemania; “descentralizacién” en Holanda; “desregu-
lacién” en los EEUU; “renovacion” en Suecia y Francia; “restauracién” en
Dinamarca”. También véase al respecto la sintesis acerca de las distintas va-
loraciones y usos de éste término que realiza Loffler (1996: 16-18), sobre
el que sefiala que “los temas generales de la modernizacidn administrativa de
los noventa son la calidad (en la gestién) y la orientacién al cliente”,

3 Esta sincronizacién hace referencia a la capacidad que tienen los siste-
mas sociales para integrar sus partes de forma que puedan conseguir cohe-
rencia y sobrevivir y adaptarse al entorno social.

4 Los principios al respecto que se mencionan en el articulo 103.1 de la
Constitucién espanola de 1978 son: jerarquia, coordinacién, desconcen-
tracién (que no es en realidad sino una de las alteraciones de la compe-
tencia), y descentralizacién. El principio de unidad no se menciona expre-
samente en el 103.1 porque la unidad como principio no es en definitiva
mds que la equivalencia juridica entre personalidad y organizacion. Desde
el punto de vista de la teorfa juridica a cada organizacién corresponde una
personalidad y a la inversa (Baena, 1988). También véase Garrido Falla,
Baena, y Entrena (1981), y Alvarez Rico (1986).

5 Los principios o criterio de actuacién imponen auténticas obligaciones
en su comportamiento a las Administraciones Publicas. En caso de un com-
portamiento contrario a los mismos implican determinadas consecuencias
juridicas, como pueden ser la responsabilidad patrimonial de las Admi-
nistraciones o la posible anulidad o anulabilidad de un acto administra-
tivo. En concreto se mencionan los siguientes principios:

+ Objetividad (articulos. 9.3 y 103.3).
» Eficacia. Este principio de actuacién presenta un problema de dificil
plasmacién juridica, puesto que estd mds relacionado con la gestion ad-
ministrativa. No obstante, las Administraciones Piblicas pueden even-
tualmente incurrir en responsabilidad por la ineficiencia de una actuacién
obligada suya. Por tanto, este criterio impuesto por la Constitucién no se
puede reducir a una mera aspiracion.
» Legalidad (articulos 9.3 y 103.1).
» Participacion (articulos 9.2 y 105). Este principio se enmarca en la ten-
dencia de una mayor democratizacion del funcionamiento de las Admi-
nistraciones Ptiblicas. Los supuestos expresamente previstos en relacién
con la actuacién de las Administraciones Publicas son los siguientes: a)
la audiencia de los ciudadanos directamente o a través de las organiza-
ciones y asociaciones reconocidas por la ley, en el procedimiento de ela-
boracién de las disposiciones administrativas que les afecten; b) el ac-
ceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en
lo que afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguacion de los
de delitos y la intimidad de las personas; y c) la audiencia del interesado
cuando proceda, en el procedimiento de los actos administrativos.

¢ En Espana, entre 1960 y 1990, segin Barea y Gémez (1994: 62), “la
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produccion de servicios colectivos ha crecido a una tasa acumulativa anual
superior al 5 % en términos reales, multiplicindose por 4,4 en volumen. Con
todo la organizacién y el sistema de gestion han permanecido, concep-
tualmente, sin modificacién alguna en la Administracién Piblica. Las Di-
recciones Generales, como tales o transformadas en Programas, han cons-
tituido el soporte de la gestion, y el sistema que ha imperado siempre ha
sido el burocratico centralizado, donde lo importante era el proceso y no
el producto a obtener por la combinacién de ‘inputs’ Y esto a pesar de que
el volumen de produccién casi se ha quintuplicado, pasando del 7,4 % del
PIB en 1960 al 15,1 % en 1990. Cuando en el sector privado una empresa
crece a este ritmo se produce una verdadera revolucién, tanto en su estruc-
tura como en su proceso de toma de decisiones”.

7 El modelo burocritico que tiene sus raices teéricas en Weber, es un mo-
delo de estructuracién del trabajo que se concreta en la delimitacién com-
petencial por érganos, la centralizacion de decisiones, los controles previos
a la ejecucion, y la predeterminacién de los procedimientos administrati-
vos. El énfasis recae sobre la legalidad de las actuaciones, del procedimiento
a través de las reglas establecidas, mds que sobre la determinacién o el con-
trol sobre los resultados de la accién administrativa (Subirats, 1989). El
proceso de burocratizacién intensiva de la Administracién Publica coin-
cide, segiin Echebarria (1993: 82-83), “con el desarrollo del intervencio-
nismo del Estado en la sociedad industrial de principios de siglo. El posi-
tivismo juridico en el que desemboca el principio de legalidad necesita
descansar sobre una estructura organizativa sélida, que obedezca a la ma-
xima racionalidad o calculabilidad en su comportamiento”.

8 Esta concepcién se desprende las transformaciones de las estrategias del
Estado y de la racionalidad de la gestién de acuerdo con las nuevas fun-
ciones de la Administracién Publica. Esta situacién plantea la necesidad de
una adaptacién del disefio organizativo, contingente con las nuevas fun-
ciones para el cumplimiento mads eficaz de los objetivos. Un ejemplo de la
concepcidn postburocrdtica, segin Echebarria (1993: 108), lo ofrece el cam-
bio en la tecnologia del control organizativo con su impacto en la organi-
zacion y gestion de los servicios piiblicos. “Los cambios tecnolégicos —me-
canizacién, automatizacion y procesamiento electronico de datos- estdan
contribuyendo a la emergencia de un modelo de organizacion que hace
compatible una amplia descentralizacién de las operaciones, junto a una ma-
yor capacidad de direccion central del conjunto”.

9 Sobre el concepto de cultura de organizacién, Shein (en 1985), sinte-
tiza los significados mds corrientes, de acuerdo con la referencia de varios
autores:

i Regularidad de comportamientos observada cuando la gente reacciona
entre si, tales como el lenguaje utilizado y los rituales en torno al respeto y
la conducta (Goffman, Van Maanen).

: Las normas que se desarrollan en grupos de trabajo (Homans).

i Los valores dominantes adoptados por una organizacién, tales como

la calidad de producto o la fijacién de precios (Deal y Kennedy).

1 La filosoffa que rige la politica de una organizacién hacia sus emplea-

dos y/o clientes (Ouchi, Pascale y Athos).

« La reglas del juego para progresar en la organizacion, las habilidades

del oficio que un recién llegado tiene que aprender para llegar a ser un

socio aceptado (Shein, Van Maanen, Ritti y Funkhouser).

: La sensacién o clima que se trasmite en una organizacién por la insta-

lacién fisica y la forma en que los miembros de una organizacién reac-

cionan entre si con clientes y con otras personas ajenas a la misma (Shein,

E.H., “Definicién de la cultura de organizacién”, en Ramié¢ y Ballart, 1993,

II: 377). También véase a Rodriguez Ferndndez (1995).



10 La funcion de regulacién significa que las actuaciones se desarrollen de
acuerdo con lo previsto, con la norma. La de intervencién centra su actua-
cién mas que en el procedimiento, en los resultados. En cuanto a la nego-
ciacion entre intereses distintos es valida, también al margen de los proce-
dimientos, s6lo si satisface a los actores implicados y consiente la adopcién
de nuevas decisiones (Zan, 1993).

11 Por ejemplo, Barzelay (1992), citado por Brugué (1996: 50), senala
los siguientes rasgos basicos del paradigma burocrdtico: interés piblico; efi-
ciencia; administracién; control; funciones, autoridad y estructuras especi-
ficadas; justificacion de costes; responsabilidad impuesta; reglas y procedi-
mientos; y, sistemas administrativos.

12 Jgualmente, Barzelay (1992), citado por Brugué (1996: 50), sefiala los
siguientes rasgos basicos del paradigma postburocrdtico: valor de los resulta-
dos para los ciudadanos; calidad y valor; produccién; adhesién a las nor-
mas; identificar misiones, servicios y resultados; valor de la prestacién; cons-
truir responsabilidad y atender recursos humanos; entender las normas,
comprometerse con los problemas e innovar; e, introducir el mercado, la elec-
cién los valores, los incentivos, la evaluacién y la accién colectiva.

13 La tipologia que elabora Fiorentini (Ammninistrazione Pubblica e Citta-
dino.: La Relazioni di scambio, Giuridiche Economiche, 1990), citado por
Chias (1995 : 33), se concreta en los siguientes tipos de ciudadanos:

1 “Ciudadano administrado : cuando poder y grado de sustitucién son ba-
jos, ya que éste se encuentra vinculado a la situacién de oferta como opcién
Unica de intercambio (p. e., permisos, certificados, etc.). Suele ser ademas
una oferta sin orientacién de mercado.

1 Ciudadano usuario : cuando hay un equilibrio en el intercambio dada
la necesaria utilidad reciproca para la continuidad del servicio. La Admi-
nistracion se orienta al mercado guardando sus caracteristicas institucio-
nales ptiblicas (p. e., asistencia sanitaria, educacion, etc.).

1 Ciudadano cliente : cuando hay un grado de sustitucién alto y un ele-
vado poder discrecional del ciudadano, se produce un intercambio libre y
en régimen competitivo (p. e, Seleccién para un emplazamiento indus-
trial, eleccion de transporte para un desplazamiento, etc.). Es propio de si-
tuaciones en las que el ciudadano puede escoger entre opciones puiblicas y/o
privadas.”

14 También véase al respecto a Subirats (1990), Canales (1992), Richards
(1994), Brugué, Amorés y Goma (1994).

Como senala Coster (1993), la llamada ética tradicional se referia a la ética
de la burocracia tradicional, a la legalidad, formalidad, cumplimiento de la
Ley, pasividad, neutralidad y objetividad. Una ética tradicional garantizada
por la Constitucién (principios de actuacion), pero que no seria suficiente
ni adecuada al entorno competitivo de la Administracién Piblica que tiene
que conseguir unos resultados con eficacia y eficiencia.

15 Esta orientacién es la desarrollada por R. Inglehart en: “Cultura poli-
tica y democracia estable”, en Revista de Investigaciones Socioldgicas, n.° 42,
abril-junio, 1988, p. 45-65; y, El cambio cultural en la sociedad industrial avan-
zada, Madrid, CIS, 1992, Sobre la relacién entre cultura politica y Admi-
nistracion Piblica véase a Peters (1989: 39-74), y a Vilas (1994). No obs-
tante, Sharkansky (1971: 173), sefiala que “la cultura politica proporciona
varios tipos de insumos a las dependencias administrativas. En primer lu-
gar, prepara a los individuos susceptibles de ingresar a la burocracia. Asf, las
actitudes hacia la burocracia gubernamental que prevalecen en la cultura pue-
den que los empleos piiblicos constituyan una carrera deseada o indesea-
ble, o bien -debido a las actitudes de ciertas subculturas—, puede hacer que
sean considerados como mds convenientes para algunos grupos sociales
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que para otros. Las actitudes que prevalecen pueden plantear problemas
dificiles a los reclutadores del gobierno, sobre todo si la distribucion de las
actitudes significa que las capacidades mds necesarias en las dependencias
del gobierno se encuentran entre personas menos dispuestas a ingresar en
ellas. En segundo lugar, una cultura politica puede influir en las élites que
asignan recursos a las dependencias administrativas”.

16 La calidad se puede definir como una oferta, de producto o servicio, que
satisface o supera los requisitos de los clientes. Mientras que, la calidad to-
tal serfa la citada oferta que incluye a toda la organizacién y a todas sus
funciones. También véase Bastos Boubeta, M.A., “Unha apertura pluralista
da Administracién”, en Revista Galega de Administracién Piiblica, n.° 11, 1996.

17 La introduccién de este concepto de cliente en el marco de relaciones
entre el publico y la Administracién Publica, estableciendo una uniformidad
de relaciones como la que sucede en el sector privado, plantea algunas li-
mitaciones de su uso. En concreto, Martin Acebes, sefiala que “en muchos
ejemplos de la actividad administrativa la relacién que existe entre oferente
de servicio y usuario no es la misma que aquéllas que establece una empresa
con sus clientes. El usuario del servicio ptiblico, el receptor de una medida
administrativa, a veces no son unas personas o un solo grupo ficilmente iden-
tificable” (Pérez y Moro, 1992: 91).

18 El policy analysis “constituye una disciplina dirigida a examinar y a es-
tablecer las consecuencias posibles de la accion de la Administracién, ya
que, se entiende que, de esta forma, conociendo de antemano las conse-
cuencias de la actividad de la Administracién, un programa determinado po-
drd adoptarse con la seguridad de que cumplird los objetivos que se persi-
guen” (Boix, 1994: 28).

19 La perspectiva de direccion estratégica estd asociada, en el marco post-
garantista, al conjunto de la multiplicidad de tareas, unidades, usuarios y
técnicas que lleva a cabo el gerente piiblico. Este gerente es, sobre todo, “un
agente llamado a cumplir y sostener misiones encomendadas a la Admi-
nistracion mediante la construccién y mantenimiento de una red de acuer-
dos y relaciones, tanto explicitos como tdcitos, entre los miembros y grupos
en el seno de su unidad asi como en el exterior de ésta” (Boix, 1994: 29).
En este desempeno, el gerente adopta diferente roles, como el de negocia-
dor, y el de lider para solventar los problemas que se producen en el pro-
ceso de cooperacién y de produccién tanto en su propia unidad o en rela-
cién con otras unidades. También véase a Barzelay y O Kean (1989).

20 En este sentido, segtin Baena, citado por Arenilla (1992: 142), la “Cien-
cia de la Administracién se le reserva el estudio de la confrontacién entre
politicos y funcionarios en la conformacién de las decisiones, la fase de im-
plementacién y de la ejecucion”.

21 El cambio tedrico sobre la relacién entre politica y administracién, en-
tre politicos y bur6cratas, sobre el desempefio de sus respectivos roles es
elocuente. La posicion de los teéricos de la burocracia (Weber) y de la Cien-
cia de la Administracién (Wilson) a finales del siglo XIX, parten de una se-
paracién notable: los politicos hacen politica y adoptan decisiones; los bu-
rocratas, administran, ejecutan e implanta las politicas. Mientras que las
posiciones, por ejemplo de Aberbach, Putnam y Rockman (1981), en los il-
timos afos, parten de la convergencia de la “politizacién” de los burécra-
tas y la “burocratizacién” de los politicos.

22 La creacién de estos érganos tienen diferente naturaleza:

a) Los multilaterales o sectoriales se encuentran previstos en el articulo 4
de la Ley del Proceso Auton6émico. En estos 6rganos se encuentran repre-
sentados la Administracién General del Estado y las Administraciones de las
Comunidades Auténomas.



s En los 6rganos de primer nivel, conferencias sectoriales, la representacion
corresponde al mdximo nivel las diferentes Administraciones: Ministro y
Consejeros.

¢ En los érganos de segundo nivel las partes estdn representadas a un ni-

vel directivo inferior, de Directores Generales.

+ Las comisiones, ponencias y grupos de trabajo son unos 6rganos com-

puestos por técnicos y expertos de las diferentes Administraciones para

debatir el contenido especifico y efectos de las medidas administrativas
de los acuerdos adoptados.

b) Los érganos bilaterales no cuentan con una regulacién normativa pro-
pia. No obstante, en algunos estatutos de autonomia se prevén 6rganos de
cooperacion con fines especificos o en algunas leyes sectoriales. En este
caso se trata de cuestiones especificas entre el Estado y una Comunidad Au-
tonoma.

23 En el documento del MAP (1990a) sobre la modernizacién adminis-
trativa, sefiala las siguientes cuestiones para que la citada Administracién Ins-
titucional se ajuste al principio de instrumentalidad:

: Depuracién de la categoria juridica de los Organismos Auténomos.

* Nueva ordenacién de los Organismos Auténomos.

» La utilizacién del régimen juridico privado o juridico publico en deter-

minadas actividades econémicas.

i La acomodacién de los entes instrumentales a la concepcién modular.

La organizacion modular de la Administracién que promueve el documento
citado (MAP, 1990a), define a los médulos como “estructuras (con las carac-
teristicas adecuadas a la naturaleza de sus actividades) constituidas en torno
a una gran drea funcional, orgdnicamente completas para poder funcionar
con autonomia de gestién, y dotadas de las competencias y medios nece-
sarios para el cuamplimiento de los programas asignados”.

24 Las implicaciones de estos procesos desde el Derecho Piblico, son
consideradas, entre otros, por: Cassesse,G., Desregulation. La desregolamen-
tazione amministrativa e legislativa, Milan, Franco Angeli, 1985; Del Saz Cor-
dero, S., “La huida del Derecho Administrativo: tltimas manifestaciones. Aplau-
sos y criticas”, en Revista de Administracion Publica, n.° 133, enero-abril,
1994, p. 57-98; Garrido Falla, E, “Privatizacién y reprivatizacién”, en Revista
de Administracion Publica, n.° 126, 1991; Sala Arquer, “Huida al Derecho
privado y huida al Derecho”, en Revista Espariola de Derecho Administrativo,
n.° 92, 1992; y, Soriano Garcia, |.E., Desregulacién, privatizacion y Derecho Ad-
ministrativo, Bolonia, 1993.

25 Por el contrario, “el término regulacién expresa la idea del establecimiento
de derechos y obligaciones a través de una norma juridica que se impone
al libre ejercicio de la actividad social” (Echebarria, 1993: 412).

26 Sobre la conformacion historico-politica de la Administracién espa-
nola, en relacién a la inflexién que se produce a partir de la promulgacién
de la Constitucién de 1978 con respecto al régimen precedente, Prats (1984:
459) senala que esa “falta de legitimidad y responsabilidad democratica lo
que hallevado a exacerbar la importancia de la legitimidad legal. En una
sociedad democrdtica, la Administracién Publica es legitima porque sirve con
objetividad y eficacia los intereses generales y porque lo hace, desde luego
con sumisién a la Ley y al Derecho. Pero esto es muy diferente de hacer de-
pender la legitimidad exclusivamente del respeto a la ley. Es perfectamente
concebible el caso de una Administracion respetuosa de la legalidad, pero
poco objetiva y altamente ineficaz”,

27 Un ejemplo de la importancia de la recepcion de la Organizacion y
Métodos estd incluso en el contenido de la revista Documentacion Adminis-
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trativa, publicada por la Secretaria General de la Presidencia del Gobierno,
y fundada en la coyuntura de aquel proceso de reforma administrativa. En
concreto, en los primeros 200 nimeros, entre 1958 y 1984, hay publicados
84 articulos referentes a este tema.

28 Una valoracién del alcance de la aplicacién de las técnicas de Organi-
zacién y Métodos en Ruiz-Cubiles, M., “Revision y actualizacion de las es-
trategias de Organizacién y Métodos”, en Documentacién Administrativa, n.®
145, enero-febrero, 1972, p. 97-117.

29 La reestructuracioén organizativa afecta sobre todo a la Administracién
Periférica, en virtud del citado proceso de transferencias de competencias.
Y la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Juridico de las Admi-
nistraciones Publicas y del Procedimiento Administrativo Comtin, una re-
gulacién de acuerdo con las competencias exclusiyas del Estado (marco le-
gal desarrollado posteriormente mediante doce Reales Decretos, n.® 132 a
143, de 7 de septiembre de 1993).

30 Boletin Oficial de las Cortes Generales, Congreso de los Diputados, VI Le-
gislatura, Serie A : Proyectos de Ley, n.° 3-1, 21 de junio de 1996.

31 Véase al respecto los aportaciones presentadas en la Conferencia Inter-
nacional sobre Reformas Administrativas en Gobiernos Regionales promovida
por la Escola Galega de Administracién Piiblica, Santiago de Compostela,
15 a 18 de enero de 1991 (ponencias mimeografiadas); y, el n.° 18 de la re-
vista Autonomies (julio de 1994) coordinado por el profesor Joan Subirats
sobre las reformas administrativas en las Comunidades Auténomas.

32 Sobre la reforma administrativa de la Xunta de Galicia véase: Bouzada
Romero, J., “A Reforma Administrativa Autonomica de Galicia”, en Rodri-
guez-Arana Mufioz, X. (Coord.), Reforma Administrativa, Santiago de Com-
postela, Xunta de Galicia: EGAP, 1993, p. 89-98 .

33 En cuanto a la fundién priblica se trata de desarrollar y modificar algunos
aspectos de la Ley 4/1988, de 26 de mayo, de la Funcién Piiblica de Gali-
cia, que adapta la citada Ley 30/1984, de 2 de agosto, y que inicia la nor-
malizacién de los recursos humanos en el marco autonémico. En concreto,
las lineas de esta politica de funcién puiblica son: desarrollo de la citada
Ley, provision de plazas, y la estructura de la carrera administrativa y pro-
fesionalizacién de la Administracién.

34 E alcance de la racionalizacién y simplificacién se concretan en los
siguientes objetivos: acercamiento al administrado, simplificacién de tramites,
control de la eficacia de los procedimientos, normalizacién de documen-
tos, agilidad en la tramitacién de documentos, desconcentracién, y accesi-
bilidad y control de la informacién.

Un ejemplo de la aplicacién de estos principios, en 1997, es el proyecto
de Servicios de Respuesta Inmediata (SERI), canalizado en nueve Consellerias
para la tramitacién de los procedimientos administrativos siguientes: ayu-
das y subvenciones, autorizaciones, permisos y licencias.

35 La regulacion de la estructura orgdnica y funciones de la Inspeccién
General de Servicios de la Conselleria da Presidencia e Administracion Pu-
blica esta contenida en el Decreto 121/1992, de 14 de mayo, modificado por
el Decreto 213/1995, de 20 de julio. Ademds de las competencias sefialadas
en los citados decretos, el Decreto 262/1994, de 29 de julio, por el que se
establece la estructura organica de la Conselleria da Presidencia e Admi-
nistracién Publica, en el articulo 11 también se asignan nuevas funciones en
“materia de andlisis de estructuras orgdnicas, métodos de trabajo, procedi-
mientos administrativos y burocrdticos, analisis, evaluacién, confeccién y
seguimiento de métodos de trabajo”. Igualmente, en la Ley 3/1995, de 10
de abril, que modifica la Ley 4/1988, de 26 de mayo, de la Funcién Publica



de Galicia, se le encomienda el desarrollo de los trabajos precisos para la eva-
luacién del rendimiento de las unidades y centros de la Xunta de Galicia (ar-
ticulo 63.bis). También véase Martinez Oubifna (1995).

36 Bouzada Romero, |., "El papel de la Inspeccién General de Servicios en
la reforma administrativa de la Xunta de Galicia: especial consideracién de
la evaluaci6n del rendimiento”, en Gestidn y Andlisis de Politicas Puiblicas, n.°
2, enero-abril, 1995, p. 79-84.

37 Por ejemplo, Martinez Oubifia (1995) destaca los casos de Asturias
(Decreto 83/1991, de 13 de septiembre, por el que se establece la estructura
ordnica de la Consejeria de Interior y Administraciones Publicas); Canarias
(Decreto 62/1993, de 13 de abril, por el que se reestructura la Administra-
cién de la Comunidad Auténoma); Castilla-Leén (Orden de 16 de diciembre
de 1991, por la que se establece el funcionamiento y las funciones de la
Inspeccién de Servicios); Extremadura (Decreto 111/1991, de 22 de octu-
bre, por el que se aprueba la estructura orgdnica de la Consejeria de Presi-
dencia y Trabajo); y, de la Regién de Murcia (Decreto 81/1992, de 6 de oc-
tubre). En lineas generales, entre las funciones que se asignan, se encuentran
las relativas al desarrollo de programas de simplificacién de tramites, pro-
cedimientos y métodos de trabajo, y racionalizacién y modernizacion de la
gestion publica.

38 En el citado documento, Reflexiones para la modernizacion de la Admi-
nistracion del Estado (MAP, 1990), se sefiala que “el andlisis de los procedi-
mientos contempla el examen de sus elementos basicos: flujo documen-
tal, contenido de las operaciones, recursos humanos y materiales utilizados,
tiempos en cada fase de tramitacién y relacién con los ciudadanos, para
formular las correspondientes recomendaciones sobre cada uno de los as-
pectos examinados”.

37 En este sentido, Echebarria (1993: 218-219), recoge el alcance los pa-
ises citados con las siguientes peculiaridades:

1 En Francia las Inspecciones han incorporado las auditorias de gestion
y evaluacién de programas.

© En Japon estdn integradas en la Agencia de Gestion y Coordinacién (So-
mucho), que desempeiian la labor de descubrir nuevas mejoras de la gestion.

1 En el Reino Unido han evolucionado desde los criterios tipicos profe-
sionales hacia métodos y valores gerenciales.

i Por dltimo, en la Administracién Federal de los EEUU, las tareas enco-
mendadas (Ley del Inspector General, de 1978) se centran en la supervisién
de auditorias e investigaciones de los programas y actuaciones de los de-
partamentos y agencias federales; proporcionar liderazgo, coordinacién y
proposicion de medidas encaminadas a promover economia, la eficacia y
la eficiencia.

40 La configuracién de este 6rgano, que es independiente de la organizacién
de los Departamentos, estd formado por un Pleno constituido por todos los
secretarios generales mas los directores del Centro Informético de la Ge-
neralitat, del Gabinete Juridico Central, de la Escuela de Administracién
Publica de Cataluna y de la Direccién General de la Funcién Publica (Flo-
rensa, 1994: 14).

41 Segiin Giménez (1994: 195), la actividad de este 6rgano fue notable
en sus comienzos, promoviendo “estudios sobre la organizacién, programas
concretos de simplificacién de tramites y la elaboracién de un plan de in-
formatizacion, pero progresivamente, y por muy variadas razones, su impulso
decayd, convirtiéndose en un 6rgano colegiado burocrético de control de
determinados expedientes sobre creacién de nuevos 6rganos o sobre temas
funcionariales”.
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42 Por el Decreto 66/1992, de 28 de abril, se sustituy6 la Comisién creada
en 1985 por una nueva Comision de Ordenacidn y Racionalizacion Administrativa
que, a su vez, fue sustituida en 1993 por el nuevo Gobierno constituido a
raiz de una mocién de censura en 1993 (Giménez, 1994: 196).

43 Sirva de ejemplo histérico el proceso de incorporacién de la mdquina
de escribir en Esparia, en el proceso administrativo. La maquina de escribir
la disena Yost en 1872, y no se autoriza su utilizacién en la Administracion
espafiola como instrumento que se incorpora al proceso documental, hasta
la Real Orden de 12 de febrero de 1900 de la Presidencia del Gobierno. La
incorporacién a la Administracion de Justicia no se autoriza 1904 (Real Or-
den de 28 de mayo, del Ministerio de Justicia). Y, por tltimo, su utiliza-
cién por el Notariado no se produce hasta su autorizacién mediante el De-
creto de 8 de agosto de 1958.

44 Martin Acebes (1993 : 373) considera para las Administraciones Ptiblicas,
las tecnologfas de la informacion y de las comunicaciones, englobando
bajo este concepto tanto a la informdtica tradicional como a la ofimdtica y
a las comunicaciones.

45 Sobre la planificacién y control de calidad de las aplicaciones informticos
en el seno de la Administracion General del Estado véase el disefio auspi-
ciado, en 1991, por la Subdireccién General de Coordinacién Informatica
del Ministerio para las Administraciones Publicas: Plan General de Garantia
de Calidad aplicable al desarrollo de equipos lagicos, Madrid, MAP, 1991.

46 Véase al respecto el Real Decreto 208/1996, de 9 de febrero, por el que
se regulan los servicios de informacién administrativa y atencién al ciuda-
dano, en la Administracién General del Estado. Una formalizacién que
viene a adecuar a los nuevos principios que rigen la actuacién de las Ad-
ministraciones publicas —de acuerdo con la Constitucién de 1978 y la Ley
30/1992-, el Centro de Informacién Administrativa de la Presidencia del Go-
bierno y los servicios de informacién administrativa de los Departamen-
tos ministeriales que fue creado por el Decreto 93/1965, de 28 de enero.

47 Xunta de Galicia, Reforma administrativa da Administracion autondmica
de Galicia, Conselleria da Presidencia e Administracién Priblica, setembro,
1994; y, Rodriguez (1992a, 1992b, 1993).

48 El origen de la citada unidad, parte de las iniciativas de innovacion
tecnolégica de la Junta de Andalucia que, por la Orden de 2 de febrero de
1982, se crea la Comisién de Informatica. El Plan Informatico de la Junta
de Andalucia se aprueba el 19 de julio de 1983. La competencia de este
Plan recayé bajo la competencia de la Direccién General de Ordenacion y
Métodos (Consejeria de Presidencia), segtin el Decreto 295/1984; y, mads
adelante por el Decreto 130/1986, pas6 a depender de la Consejeria de Go-
bernacién (Porras, 1994: 87).

49 Los citados proyectos (MAP, 1992: 131-166) son los siguientes:

“61. Agilizacién y simplificacion de los procedimientos en las prestacio-

nes de la Seguridad Social.

“66. Sistematizacién y simplificacion del marco normativo de la Seguri-

dad Social” .

“81. Simplificacién de la gestion de créditos y subvenciones por présta-

mos del Estado a promotores y adquirientes de viviendas”.

“82. Simplificacién de la gestion y tramitacién administrativa de las im-

putaciones a las lineas de crédito con cargo al Fondo de Ayuda al Desa-

rrollo”.

“96. Simplificacion y agilizacion del procedimiento para la autorizacion

y registro de plaguicidas”.

“132. Simplificacién y coordinacién de las inspecciones competencia del



Ministerio de Agricultura, Pesca y Alimentacién en las aduanas y adap-
tacién de horarios a las necesidades de los usuarios” .

“138. Simplificacién y difusién de la normativa sobre seguridad indus-
trial para los contratos de defensa” .

50 El contenido de los Decretos es el siguiente: adecuacién de los proce-
dimientos administrativos en materia de autorizaciones (74/1993); Regla-
mento para la concesién de ayudas y subvenciones piiblicas (76/1993); Re-
glamento para el ejercicio de la potestad sancionadora (77/1993); adaptacion
de los procedimientos en materia de personal (78/1993); y, adecuacién de
aquellos procedimientos que por razén de la materia no eran encuadrables
en algunos anteriores (75/1993) (Villoria, 1994b: 165).

51 En la citada Ley 3/1995, de 10 de abril, que modifica la 4/1988, de la
Funcién Piblica de Galicia, se introduce la valoracién anual del rendi-
miento de todas las unidades administrativas, con nivel de Subdireccién
General o Jefatura de Servicio (articulo 21 que afiade el 63 bis). Los ele-
mentos de valoracion acerca de la cantidad y calidad de trabajo estdn refe-
ridas a:

“a) A organizacién da unidade e o resultado obtido en relacién cos me-

dios personais e materiais postos a stia disposicion.

b) A capacidade organizativa asi como as propostas e melloras introdu-

cidas na unidade o no seu funcionamento a instancia do titular da mesma’,

Esta valoracién sera realizada por una Comisién do Evaluacion do Desem-
pefio, cuya composicién y funcionamiento serd regulada por Decreto del
Consello da Xunta de Galicia. Los resultados del proceso de evaluacién se po-
dran tener en cuenta para la valoracién de los puestos de trabajo y para la
aplicacion del complemento de productividad.

52 El discurso de la calidad, como senala Chevalier (1988), se presenta como
una respuesta a la exigencia de la adaptacién de la gestion publica a la evo-
lucién del contexto socioeconémico. Aunque para Pollit (1993: 190), el
término de calidad contiene “referencias al incremento de la autoestima de
los funcionarios publicos si se conseguifa aumentar la ‘calidad de los servi-
cios ptiblicos’ y mejorar la imagen de los mismos ante los ojos de los em-
presarios y del ptiblico en general”. El significado de la calidad no sélo es
la mejora de los resultados, tanto desde la perspectiva del piblico como de
los actores del servicio publico, sino que también es una axiologia en la
medida que comporta un sistema de valores y una visién de la organizacién,
pero también una tecnologia que pretende utilizar una metodologfa rigu-
rosa apoyada sobre instrumentos de andlisis cientifico (Marquez, 1994).

53 El concepto de calidad, a pesar de las diferentes definiciones, se puede
definir entendida desde la perspectiva del Control de Calidad Total (CTC),
segun Feigenbaum [1961] citado por Ishikawa (1994: 107-108), como “un
sistema eficaz para integrar los esfuerzos en materia de desarrollo de cali-
dad, mantenimiento y mejora de calidad realizados por los diversos grupos
en una organizacion, de modo que sea posible producir bienes y servicios
a los niveles mds econémicos y que sean compatibles con la plena satis-
faccion de los clientes”.

54 Chias (1995), y para el caso especifico de la Administracién local vé-
anse las propuestas de Lépez y Gadea (1995).

35 La Nueva Gestion Puiblica que senala Loffler (1996: 5), consiste en la
“orientacion al cliente, mayor libertad de recursos y personal, medicién del
rendimiento, inversién de recursos tecnolégicos y humanos y receptividad
ante la competencia”.

76 En este sentido la Asociacién Espanola para el Control de la Calidad
ha enumerado una serie de conceptos de Calidad Total que se oponen a
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determinadas ideas clasicas en el ambito empresarial, pero que también
pueden tener su traslacién a las Administraciones Piiblicas:
1 Frente al criterio cldsico de la calidad que entiende que solo afecta al ser-
vicio, la Calidad Total abarca todas las actividades que se realizan dentro
de la empresa.
+ Frente al criterio clasico de la responsabilidad de los departamentos en-
cargados del servicio, la Calidad Total significa el compromiso de cada uno
de los integrantes de la empresa, sea cual sea su puesto de trabajo y acti-
vidad.
1 Frente al criterio clasico de entender que los clientes son persona ajenas
a la empresa, la Calidad Total extiende este concepto por toda la organi-
zacion al considerar que cada persona es proveedor y cliente, interno o
externo, de otras personas.
1 Frente al criterio cldsico de detectar y luego corregir, 1a Calidad Total
pone énfasis en la prevencion, con el objetivo de hacer las cosas bien a
la primera («cero defectos, cero retrasos, cero sorpresas”).
s Frente a las actitudes personalistas, la Calidad Total busca la participa-
cién y el compromiso de todos, y tiene como objetivo obtener la satis-
faccién de todas las personas de la empresa con su trabajo.

57 Serie de normas desarrolladas por la Organizacién Internacional para
la Normalizacién (ISO), con el objetivo de fomentar la calidad en cualquier
tipo de organizacién, y no son especificas de ningtin sector, producto o ser-
vicio. Esta serie, ISO 9000, ha sido adaptada a nivel europeo por el Comité
Europeo de Normalizacién (CEN) y las ha denominado EN 29000. Tam-
bién las ha adaptado con la denominacién UNE 66-900, la Asociacién Es-
panola para la Normalizacién y Certificacion (AENOR). Sobre el contenido
y alcance de estas normas véase, entre otros, Arthur Andersen, La calidad en
Espafia, Madrid, Cinco Dias, 1995, nueve volimenes.

58 Entre los Estados que tienen publicados documentos que expresan este
compromiso por la calidad en el marco de la modernizacién del servicio pu-
blico estdn: Reino Unido (1991), Francia (1992), Bélgica y Portugal (1993),
e Italia (1994 y 1995). También véase al respecto: Cartas de Servicios Piibli-
cos, Madrid, Ministerio para las Administraciones Piiblicas, Documentos
INAP, n.° 4, 1995.

59 Estos premios tienen su origen en el movimiento por la calidad total,
v en el marco de los 23 paises que integran la OCDE en 1995, aquellos que
tienen implantado premios en el sector piblico son los siguientes : Ale-
mania, Canad4, Dinamarca, Estados Unidos (Programas de Premios Presi-
denciales, y Premios a la Innovacién en la Administracion), Finlandia, Ita-
lia, Noruega, Paises Bajos, Portugal, Reino Unido, y Suecia). También

"60 Por ejemplo, en el &mbito de la Administracién del Estado se ha puesto
en marcha El Observatorio de la Calidad de los Servicios Publicos, cuyos pri-
meros resultados se hicieron ptiblicos en abril de 1994 (Ruiz, 1994). Al-
gunos ejemplos de indicadores del citado estudio, y la evolucion de los in-
dices de servicio y del indice general de calidad se encuentran en Mdrquez
(1994: 136-137).

61 El Centro de Investigaciones Socioldgicas realizé en septiembre de
1992 un estudio (n.° 2.019) de 4mbito nacional a mayores de 18 afios, y
una muestra de 2.497 entrevistas. Entre los item que contiene el cuestionario
de esta investigacion destacamos los siguientes: s Frecuencia con que se ha-
bla sobre el funcionamiento de los servicios publicos; 1 Opinién sobre la de-
manda y oferta de los servicios publicos; 1 Evaluacién del funcionamiento
de los servicios ptiblicos; 1 Opinién sobre la gestion directa por los poderes
publicos de determinados servicios; : Opinién sobre las caracteristicas mas
significativas del sector publico y del sector privado; 1 Principales proble-



mas que tiene la gestién ptiblica de determinados servicios; : Opinién so-
bre la evolucién de los servicios publicos si fueran gestionados por empre-
sas privadas; : Actitud ante la privatizacion de los servicios publicos; 1 Eva-
luacién de la actuacién de las oficinas de atencién al publico de la
Administracién Central; : Valoracion de la actuacién de la Administracién
Central, Autonémica y Municipal; :Importancia concedida a distintos as-
pectos (amabilidad, horario, tiempo, facilidad) del funcionamiento de la
Administracién; s Frecuencia de gestiones en oficinas de la Administracién
del Estado; y, t Evaluacion de la atencién recibida.

62 El Centro de Investigaciones sobre la Realidad Social realizé un estu-
dio denominado: “Actitudes y experiencias respecto al sector piiblico”, en abril
de 1993, sobre una muestra de 1.200 entrevistados mayores de 18 anos
(CIRES, 1994 : 609-701).

%3 En el citado estudio del CIRES (1994: 612-613, Cuadro 9.1) se registra
la frecuencia de ocasiones que los ciudadanos han acudido a las diferentes
Administraciones Publicas:

1 Ayuntamiento: el 24 %, nunca; el 9 %, una sola vez; el 53 %, mas de una

vez y menos de nueve; y, el 14 %, muchas veces.

* Administracion de las Comunidades Auténomas: el 75 %, nunca; el 6

%, una sola vez; el 16 %, mas de una vez y menos de nueve; y, el 3 %, mu-

chas veces.

¢ Administracién General del Estado: el 70 %, nunca; el 6 %, una sola

vez; el 19 %, mds de una vez y menos de nueve; y, el 4 %, muchas veces.

64 Respecto a la valoracion acerca de qué Administracion funciona mejor
(CIRES, 1994 : 663, Cuadro 9.60), la opini6n registrada es la siguiente: el 10%,
la Administracién General del Estado; el 19 % la Administracién Auton6-
mica; el 18 %, la Administracién local; el 11 %, sefala que las tres; el 15 %,
que ninguna; y, el 26 % no sabe /no contesta.

En cuanto a la valoracién genérica sobre que Administracion que trata me-
jor alos ciudadanos (CIRES, 1994: 667, Cuadro 9.64), al margen de las va-
loraciones sobre la forma y servicios ptiblicos concretos como la sanidad o
la ensefianza, los registros son los siguientes: el 5 %, la Administracién Ge-
neral del Estado; el 13 % la Administracién Autonémica; el 28 %, la Ad-
ministracion local; el 18 %, sefiala que las tres; el 10 %, que ninguna; y, el
25 % no sabe /no contesta.

65 Un ejemplo de estas medidas se encuentra en la Administracién au-
tonomica de Andalucia con el Libro de Sugerencias y Reclamaciones (Decreto
262/1988), “existente en los registros generales de las consejerias v en las
delegaciones provinciales. Aunque toda denuncia motiva la apertura del
correspondiente expediente que en su caso podra ser remitido a la Inspec-
cién de Servicios, sin embargo sus efectos se proyectan exclusivamente so-
bre la esfera de control interno, no siendo, por lo tanto, un elemento subs-
titutivo de los eventuales recursos administrativos” (Porras, 1994: 85).
También en la Comunidad de Madrid, el articulo 48.4 de la citada Ley
1/1983, de 13 de diciembre, prevé la creacién de una Oficina de Informacidn,
Iniciativas y Reclamaciones. Por tltimo, en el Real Decreto 208/1996, de 9 de
febrero, por el que se regulan los servicios de informacién administrativa
y atencién al ciudadano, en la Administracién General del Estado, se for-
maliza EI Libro de quejas y sugerencias (articulos 15 a 24).

66 Los citados elementos bdsicos de accién son: a) Investigacién de mer-
cado y de cliente; b) Formulacién de la estrategia; c) Educacién, capacita-
cién y comunicacién; d) Mejora de los procesos; v, e) Evaluacién, medi-
cién y realimentacion (Albrecht, 1994: 109-115).

67 Los puntos claves de intervencién son: 1. Educar y comprometer a los
ejecutivos de nivel superior; 2. Educar y comprometer a los gerentes de to-
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dos los niveles; 3. Crear un enfoque del cambio: un grupo de trabajo para
la mejora de la calidad; 4. Instrumentar ‘logros precoces’: mejoras rapidas;
5. Identificar el modelo o los modelos del valor de cliente; 6. Definir la vi-
sién, la misién y los valores de la organizacion; 7. Establecer metas criticas
de mejoras de la calidad; 8. Perfilar la cultura: auditorfa organizacional; 9.
Dar poder a los gerentes intermedios: misiones departamentales; 10. Edu-
car a los empleados sobre la calidad y el valor de cliente; 11. Apuntar a los
procesos de mejoramiento esenciales para la calidad; 12. Activar equipos de
accion para el servicio de calidad; 13. Establecer criterios de calidad cen-
trados en el cliente; 14. Crear sistemas de realimentacién del cliente; 15.
Desarrollar un proceso de reconocimiento y aprecio; 16. Convertir a los ge-
rentes en lideres centrados en el cliente, y 17. Realinear todos los sistemas
de apoyo (Albrecht, 1994: 126-138).

68 También véase a Banén y Carrillo (1994); Bovaird (1994), Giner y Fe-
mré (1993); Gonzdlez Daguino (1994), Lépez y Gadea (1992), Pérez y Moro
(1992), Vuori (1988); y, Zeithaml (1993).
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